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1. INTRODUCCIÓN 
 

La Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (“LO 5/2010”), introduce por primera 
vez en el Código Penal (“CP”) una regulación expresa de la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas por los delitos cometidos en su nombre por sus representantes, 
administradores de hecho o de derecho, trabajadores y/o empleados. 
 

Igualmente, el 4 de octubre de 2013, el Boletín Oficial del Congreso de los 
Diputados publicó el Proyecto de Ley Orgánica por la que se modificaba la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (“Proyecto de 2013”). Este 
Proyecto de 2013 ha sido  finalmente aprobado por el Senado el día 11 de marzo de 
2015, publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales en fecha 23 de marzo de 
2015 y entró en vigor el día 1 de julio de 2015 (la “Reforma 2015”). 
 

La Reforma 2015 incluye, entre sus novedades, la existencia de diversas 
atenuantes y eximentes para la persona jurídica, siendo los denominados modelos o 
programas de prevención de delitos parte fundamental de la exención de la 
responsabilidad penal. 

El artículo 31 bis.1 del Código penal hace referencia a la comisión de los delitos 
por partes de las personas jurídicas por dos vías: 

a) Los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas – y en su 
beneficio directo o indirecto – por sus representantes legales o trabajadores 
autorizados para tomar decisiones en nombre de la empresa. 

 b) Los delitos cometidos en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta – y 
en su beneficio directo o indirecto – por personas sometidas a la autoridad de 
representantes legales (o trabajadores autorizados de la entidad) cuando los 
hechos se han cometido por una falta grave de los deberes de supervisión, 
vigilancia y control de la actividad. 

 
Con este Manual de Prevención de Delitos, ALVAC S.A. (“ALVAC”) pretende 

seguir a la vanguardia de la RSC y dar un paso más en el compromiso de mejora 
continua de la sociedad para situarse, en cada momento, en los más altos estándares 
en materia de integridad y profesionalidad en el desempeño de nuestra actividad. 
 

La elaboración del presente Manual de Prevención de Delitos (el “Manual”) ha 
sido producto de una revisión que, a la luz de las modificaciones normativas 
producidas en materia penal, y ajustándose a las exigencias de la Reforma 2015, se ha 
realizado para verificar la suficiencia de los procedimientos y controles que 
actualmente existen en ALVAC. 
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Al mismo tiempo, se ha realizado, tal y como se exige en la Reforma 2015, un 
detallado análisis de los riesgos penales que hipotéticamente pueden producirse en 
las distintas áreas de negocio que integran en ALVAC, tratando de abarcar todos los 
riesgos de incumplimiento normativo que pueden darse en ALVAC. 

 
Por último, el 21 de febrero de 2023 se publicaba en el BOE la esperada Ley 

2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen 
sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción (en adelante, la “Ley de 
Protección del Informante” o la “Ley”) al objeto de transponer la denominada 
Directiva de Whistleblowing. Las previsiones de dicha ley se incorporan a la presente 
versión del Manual de Prevención de Delitos. 
 

Lo esencial es hacer cuanto sea posible para que el cumplimiento normativo, 
en todas sus áreas de actuación, sea modélico. 
 

2. DEFINICIONES 
 

Acoso moral: Exposición a conductas de violencia psicológica intensa, dirigidas, de 
forma reiterada y prolongada en el tiempo, hacia una o más personas por parte de 
otra/s que actúan frente a aquélla/s desde una posición de poder psicológica (no 
necesariamente jerárquica), con el propósito de crear un entorno hostil o humillante 
que perturbe la vida laboral de la víctima. 
 
Actividades de riesgo: Actividades propias del negocio de ALVAC en las que en su 
ejercicio pueda cometerse alguno de los Delitos Relevantes. 
 
Canal de denuncias: Vía a través de la cual se pone en conocimiento del Comité de 
cumplimiento y/o del Compliance Officer, el incumplimiento de la norma e 
inobservancia de las mismas. De tal modo que los responsables de cumplimiento 
puedan conocer y atajar tales actuaciones. Cualquier conducta de dudosa legalidad 
debe ser denunciada e investigada hasta sus últimas consecuencias. 
 
Cliente: Persona física o jurídica que adquiere bienes o servicios de ALVAC. 
 
CP: Código Penal español vigente en enero de 2020, fecha de redacción del presente 
Manual. 
 
Conflicto de Interés: Situación en la que entre en colisión, de forma directa o indirecta, 
el interés de ALVAC y el interés personal de cualquier profesional y/o empleado, o el 
interés de cualquier persona a él vinculada. 
 
Consultor Comercial: Cualquier asesor, agente comercial y/o representante de ALVAC 
entre cuyos servicios se encuentre el asesoramiento comercial, la apertura de 
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mercado y/o la consecución de negocio. Generalmente estos asesores son llamados 
agentes, intermediarios o consultores comerciales y pueden ser tanto personas físicas 
como personas jurídicas. 
 
 
Cortesía Empresarial: regalos, atenciones o invitaciones que realizan los profesionales 
y/o empleados a clientes, potenciales clientes u otros terceros o los regalos, 
atenciones o invitaciones que reciben los profesionales y/o empleados de terceros. 
 
Delito/s Relevante/s: Delitos en los que la Reforma llevada a cabo por la LO 5/2010, de 
22 de junio (BOE el día 23), que entró en vigor el 23 de diciembre de 2010,  prevé 
expresamente que son susceptibles de dar lugar a responsabilidad penal de la 
persona jurídica y son susceptibles de ser cometidos en empresas del tipo y 
características de ALVAC. 
 
Derechos de propiedad intelectual e industrial (DPII): Conjunto de facultades o 
derechos que las legislaciones otorgan a los autores y otros titulares de obras y 
creaciones sobre dichas obras y creaciones, incluyéndose entre ellas el software y 
cualesquiera soluciones o productos informáticos, metodologías, los diseños 
industriales, marcas, nombres comerciales, patentes y otros productos similares. 
 
Donación: Entregas de bienes o servicios realizados a un tercero sin contraprestación o 
con una contraprestación inferior al valor de mercado de los bienes o servicios 
entregados. 
 
Empleados: Personas físicas que mantienen un vínculo de relación laboral con la 
empresa. 
 
Funcionario Público: Persona que desempeña una función pública o presta un servicio 
público según se define en cada legislación nacional o local. 
 

LO 5/2010: España se unió al reconocimiento de la Responsabilidad Penal de las 
Personas Jurídicas (RPPJ) desde la entrada en vigor, en diciembre de 2010, de la Ley 
Orgánica 5/2010 de 22 de junio, de Reforma del Código penal, modificado 
sustancialmente por medio de la LO 1/2015. 

 
Mapa de Riesgos: Documento que incluye el análisis realizado por  ALVAC, tras  los 
cuestionarios y entrevistas con diversos empleados de la sociedad por medio del cual 
se establece el riesgo posible de comisión de los delitos por los que puede ser 
responsable la persona jurídica de acuerdo con la LO 5/2010, y que se encuentra 
incorporado en este documento. 
 
Partes sujetas al Manual: Todas las personas definidas en la sección 3.5 del Manual. 
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Patrocinio: Entrega de bienes, incluido dinero, o servicios que ALVAC realiza o presta a 
un tercero para la organización por éste de un evento, obteniendo ALVAC publicidad 
u otros beneficios promocionales en el marco de dicho evento. 
 
Persona Asociada: Toda aquella persona, física o jurídica, que desempeñe tareas o 
preste servicios para ALVAC o en nombre de ALVAC (distribuidores, socios de 
aventuras comerciales conjuntas, consultores comerciales, agentes comerciales y 
proveedores de servicios, etc.). 
 
Persona Vinculada: Se considera persona vinculada, a toda aquella persona que 
tenga poder de decisión en ALVAC, incluyendo a su vez: a sus cónyuges, 
ascendientes, descendientes, cónyuge del descendiente, hermano, cónyuge del 
hermano. Así mismo, también comprende como persona vinculada, a los empleados 
y/o profesionales que se encuentren en algunas de las situaciones contempladas en el 
artículo 4 de la Ley de Mercado de Valores (Grupo de sociedades comprendidas en el 
artículo 42 del Código de Comercio). 
 
Profesionales: Miembros del Comité de Cumplimiento y de otros órganos de control 
ALVAC, además de  los  directivos vinculados por contrato de prestación de servicios o 
cualquier naturaleza diferente al vínculo laboral, y cualesquiera personas físicas o 
jurídicas vinculadas a ALVAC por relaciones jurídicas y/o comerciales  de  cualquier  
naturaleza  diferentes  del  vínculo laboral  de  los empleados, así como a las 
sociedades que forman parte del Grupo ALVAC y personas físicas o jurídicas 
vinculadas a ellas.  
 
Protocolos: Cualquier protocolo creado por el Comité de Cumplimiento que se refiera 
expresamente a la prevención de delitos. 
 
Proveedor: Persona física o jurídica a la que ALVAC adquiere bienes o servicios. 
 
Situaciones o Señales de Alerta: Circunstancias en las que, en relación con terceros 
con los que ALVAC se va a relacionar profesional o comercialmente, aconsejan estar 
particularmente alerta en la medida en la que la experiencia señala que dichas 
situaciones pueden presagiar posibles comportamientos irregulares o delictivos. 

 
Soborno Activo: Ofrecimiento o concesión (directa o indirectamente) de una ventaja 
a un tercero a cambio de un beneficio o ventaja injustificada de cualquier tipo 
comercial o económico para la empresa. Dar dinero o regalos a alguien para 
conseguir algo de forma ilícita. 
 
Soborno Pasivo: Aceptación o recibimiento de un beneficio económico de un tercero 
a cambio de una actuación por su parte que implica un beneficio económico o 
comercial para dicho tercero. Recibir dinero o regalos de alguien para facilitarle la 
consecución de algo de forma ilícita. 
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Socio Comercial: Empresa con la que ALVAC tiene una estrategia común tras haber 
llegado a un acuerdo comercial para la realización conjunta de un proyecto o 
negocio. 
 
Subvención o Ayuda Pública : Aportaciones o disposiciones de carácter dinerario que: 
(i) se entregan a los beneficiarios de la subvención o ayuda por un organismo público 
o con algún componente público, ya sea local, de otro país o de un organismo 
supranacional, (ii) se entregan a los beneficiarios sin contraprestación directa por parte 
de éstos o con una contraprestación inferior al valor de mercado y (iii) se entregan 
para el cumplimiento de un determinado objetivo, como la ejecución de un proyecto 
o la realización de una actividad concreta, que tiene algún componente de utilidad 
pública o interés social. 
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3. EL MANUAL DE PREVENCIÓN DE DELITOS 
 

El Manual (i) describe el régimen de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, (ii) clasifica los riesgos relevantes que pudieran derivarse para ALVAC, y (iii) 
establece medidas internas de control con el objeto de prevenir la comisión de delitos 
que puedan dar lugar a responsabilidad penal de la empresa. 
 

El artículo 31 bis del Código Penal, en virtud de la reforma del Código penal - 
Ley 5/2010 - introdujo en España la posibilidad de que una persona jurídica fuera 
penalmente responsable. Hasta la promulgación citada, eran los administradores de 
las empresas los que respondían penalmente por aquellos hechos cometidos a título 
individual y como consecuencia del ejercicio de cargo que ocupaban. 
 

3.1 Finalidad del Manual 
 

3.1.1 Como previamente se ha expuesto, el presente Manual se incardina 
dentro del compromiso de mejora continua de ALVAC y su 
compromiso con la sociedad y el cumplimiento, en todo momento, de 
la legislación vigente. 

 

3.2 Objetivos del Manual 
 

3.2.1 Actualmente, el artículo 31.1 bis del CP establece la obligación 
implícita de las personas jurídicas de ejercer un control debido sobre la 
actuación de sus administradores y empleados, de tal modo que si se 
demuestra diligencia debida, la persona jurídica no debería responder 
por los delitos cometidos por sus empleados. 

 

3.2.2 Para el caso de que no resultara de aplicación la consideración 
previamente indicada, el artículo 31.1 bis apartado 4 del mismo 
precepto contempla como atenuante de la responsabilidad de la 
persona jurídica, el haber establecido, antes del comienzo del juicio 
oral, medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos que 
pudieran cometerse con los medios o bajo la cobertura de la propia 
persona jurídica. 

 

3.2.3 El Manual identifica (i) un sistema de políticas y procedimientos con el 
objetivo de prevenir en la medida de lo posible la comisión de los 
delitos relevantes; (ii) las consecuencias que se pueden derivar del 
cualquier conducta que no se adecue a dichas políticas y 
procedimientos; y (iii) las áreas de negocio en las que existe riesgo de 
que los delitos relevantes sean cometidos. 
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3.2.4 La intención del Manual es, asimismo, incrementar la conciencia de los 

representantes legales, profesionales y/o empleados de ALVAC S.A, 
señalando los modos en los que los delitos relevantes pueden ser 
cometidos y trasladando el mensaje de que un estricto cumplimiento 
de las políticas y procedimientos establecidos en el Manual evitará la 
eventual comisión de dichos delitos. 

 
3.2.5 Los objetivos concretos del Manual son: 
 

a) Prevenir, mediante la aplicación del Manual, la comisión por 
cualquier representante, profesional, y/o empleado de cualquiera 
de los delitos relevantes; 
 

b) Asegurar la efectividad de las normas y procedimientos de control 
que minimicen el riesgo de comportamientos ilícitos por parte de los  
profesionales y/o empleados; 

 
c) Informar a los profesionales empleados de las consecuencias que 

pueden ser impuestas a ALVAC en caso de que alguno de los delitos 
relevantes sea cometido;  

 
d) Manifestar de forma clara que ALVAC condena cualquier conducta 

que sea contraria a la Ley y que dichas conductas suponen un 
incumplimiento de las políticas y procedimientos internos; 

 
e) Acreditar que ALVAC ha ejercido el control debido sobre su 

actividad  empresarial, cumpliendo de este modo con la exigencia 
contemplada en el CP; 

 
f) Y, en última instancia, dar cobertura y soporte al establecimiento de 

nuevas medidas eficaces para la mejor detección y control de 
delitos cometidos en el seno de la persona jurídica.



   

13  

3.3 Elaboración del Manual 

 

3.3.1 Para la elaboración del Manual se han seguido los siguientes pasos: 
 

a. Identificar las áreas de riesgo para cada área de negocio de ALVAC; 
 

b. Elaborar un detallado análisis de los riesgos penales que 
hipotéticamente pueden producirse en las distintas áreas de negocio 
de ALVAC; 

 
c. Analizar y actualizar las políticas y procedimientos ya implantados por 

ALVAC con el objetivo de identificar aquellos controles que ya están 
enfocados a prevenir los delitos relevantes y, cuando fuera necesario, 
crear nuevas políticas y procedimientos, o modificar los ya existentes, 
para asegurar que abarcan la totalidad de los citados delitos; 

 
d. Establecer la existencia de un sistema disciplinario y de sanciones 

aplicables en caso de incumplimiento del Manual; 
 

e. Constituir el Comité de Cumplimiento; 
 

f. Determinar los flujos de información que han de llegar al Comité de 
Cumplimiento; 

 
g. Asegurar que la organización de ALVAC cumple con los siguientes 

requisitos esenciales: 
 

i. Separación de deberes y funciones; 
 

ii. La asignación expresa de poderes delegados y 
responsabilidades; 

 
iii. La adopción de aquellos estándares de conducta que sean 

necesarios para asegurar el cumplimiento de la Ley; 
 

iv. La implementación y adopción de políticas y procedimientos 
específicos para cada área de riesgo, con vista a regular el 
desarrollo del negocio y asegurar que todas las operaciones 
puedan ser revisadas (autorizaciones, registros y auditorías). 
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3.4 Estructura del Manual 
 

3.4.1 El Manual se estructura en las siguientes partes: 
 

a) Parte I: una Descripción General que comprende: 
 

i) Las características y componentes esenciales del Manual; 
 

ii) Los deberes y facultades del Comité de Cumplimiento; 
 

iii) Los canales de comunicación con el Comité de Cumplimiento; 
 

iv) Las obligaciones de información y formación a los 
representantes, administradores, trabajadores y empleados de la 
persona jurídica y;  

 
v) El sistema de medidas disciplinarias susceptibles de ser impuestas 

en caso de cualquier incumplimiento del Manual. 
 

b) Parte II: Descripción general de la Responsabilidad Penal de la Persona 
Jurídica, su regulación y alcance. 

 
c) Parte III: Estructura General de ALVAC. 

 
d) Parte IV: Implementación de políticas y procedimientos internos 

adecuados una vez: 
 

I. Identificadas las áreas de riesgo; 
 

II. Enumerados los delitos susceptibles de generar 
responsabilidad penal de la persona jurídica que sean 
relevantes para cada sociedad de ALVAC; 

 

III. Descritas las conductas que potencialmente puedan ser 
delictivas. 

 
 

e) Parte V: Revisión del Manual. 
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3.5 Partes sujetas al Manual 
 

3.5.1 El Manual es de aplicación para las siguientes categorías de personas: 
 

a. Todas aquellas personas que ostenten facultades de representación de 
ALVAC; 

 
b. Personas que ostenten facultades de administración de ALVAC, bien 

sea formalmente, o bien que las ejerzan de hecho, es decir, con 
consentimiento de los responsables formales.  

 
c. Empleados de ALVAC. 

 

3.6 Terceras personas y lucha contra el soborno y la corrupción 
 

3.6.1 Un factor de riesgo que debe ser cuidadosamente valorado son las 
relaciones empresariales con terceros a los que no apliquen las normas 
de prevención de delitos adoptadas por ALVAC, especialmente en 
relación con las conductas relacionadas con la corrupción y el 
soborno, tanto de soborno activo como de soborno pasivo. 

 
  Se ha de tener en cuenta que la lucha contra la corrupción ha pasado 

a ser un tema prioritario en la agenda de los gobiernos de la gran 
mayoría de las naciones y una sociedad que, como ALVAC, opera a 
nivel mundial, debe prestarle muy especial atención y cuidado a las 
prácticas destinadas a combatir estas conductas. Además, así como 
los requerimientos para la prevención de delitos de cualquier 
naturaleza varía de país a país, los requerimientos de prevención de las 
conductas de soborno y corrupción son uniformes y están 
generalizados prácticamente en todos los países. Por eso, en este 
apartado le prestamos especial atención a la lucha contra estas 
conductas delictivas. 

 
3.6.2  ALVAC, en sus relaciones comerciales, se compromete al 

cumplimiento de la Ley, y los estándares éticos más elevados, y espera 
que los terceros con los que se relacione tengan esos mismos 
compromisos.  
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3.6.3 Se debe de prestar una especial atención a los comportamientos de 

corrupción y soborno, por así exigirlo los principios éticos que gobiernan 
la actuación de ALVAC en el mercado. 

 
Por esto, en sus relaciones con terceros, los empleados deberán estar 
muy atentos a las señales de alerta en materia de corrupción, que nos 
advierten de posibles conductas, o situaciones propicias a que se lleven 
a cabo conductas relacionadas con el soborno. 
 
Si bien no es posible cerrar una lista de las situaciones de soborno, dado 
que sus modalidades comisivas son innumerables, se recogen, a 
continuación, sin carácter limitativo, una lista de lo que, normalmente, 
se considera en materia de sobornos, y en relación con terceros (sean o 
no consultores comerciales) con los que ALVAC se relaciona o se va a 
relacionar, señales de alerta que obligan a estar particularmente 
atentos  porque la experiencia demuestra que dichas situaciones suelen 
evidenciar o presagiar posibles comportamientos de soborno, activo o 
pasivo: 
 

a) El tercero tiene la reputación de aceptar o reclamar sobornos y/o ha 
ofrecido o reclamado un soborno; 
 

b) El tercero ha sido objeto de reclamaciones legales previas por delitos 
relacionados con el soborno;  
 

c) La información que suministra el tercero sobre su estructura de 
negocio es inusual, incompleta o extremadamente compleja, con 
deficiencias de transparencia; 
 

d) El tercero facilita información de contacto comercial incompleta, 
falsa o confusa; 
 

e) El tercero solicita pagos o acuerdos financieros inusuales (por 
ejemplo, solicita pagos en metálico o través de terceros; solicita a 
ALVAC que libre facturas innecesarias, inexactas o injustificadas; en 
el caso de agentes comerciales, cuando estos solicitan pagos 
adicionales a los contractualmente acordados o a los previstos en el 
mismo lugar por comisiones o retribuciones ordinarias), o tiene un 
patrón de conducta de sobrefacturación y exigencias de 
devolución; 

 
f) El tercero propone cambios innecesarios en las instrucciones para 

incrementar los valores contractuales después de la adjudicación de 
un contrato; 
 



   

17  

g) El tercero es ambiguo o evasivo acerca del origen de los fondos 
empleados para una transacción o actividad; 
 

h) El tercero dispone de grandes cantidades de efectivo metálico para 
la transacción o el negocio sin que exista, a su vez, un negocio o una 
actividad que lo justifique; 
 

i) El tercero pretende hacer o recibir un pago desde o hacia la cuenta 
de un país diferente al del negocio o servicio prestado, salvo que 
tenga razones legítimas para ello, o solicita que se ingresen parte de 
sus honorarios en una cuenta bancaria distinta a la prevista en el 
contrato que ALVAC firmó con él; 
 

j) Un intermediario innecesario está implicado en el contrato o en las 
negociaciones, y su incorporación no aporta un valor obvio para la 
ejecución del contrato o para el buen fin de las negociaciones; 

 
k) El tercero se jacta de sus relaciones con funcionarios locales, tales 

como funcionarios de aduanas o funcionarios del gobierno; 
 

l) El tercero amenaza con dejar de prestar servicios si no se abonan 
determinados pagos a individuos, distintos de los contractualmente 
acordados, o si no se hacen los pagos en metálico; 
 

m) El tercero se niega a firmar la cláusula anticorrupción a la que se 
hará referencia más adelante y que es necesaria para su 
homologación; 
 

n) La actividad comercial o profesional del tercero no se encuentra 
incluida en ninguna de las listas estándar del ramo de la profesión o 
negocio o es desconocida para los profesionales o los empresarios 
del sector; 
 

o) Durante las negociaciones, el tercero se muestra indiferente a los 
precios de los productos o servicios de ALVAC, o no actúa de forma 
coherente con la legítima obtención de beneficios empresariales; 
 

p) El tercero insiste en que su identidad permanezca confidencial o se 
niega a facilitar la identidad de sus propietarios o accionistas 
principales; 

 

q) El tercero no tiene oficinas ni personal, o cambia frecuentemente el 
lugar de su sede; 
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r) Se invita a un cliente a visitar las instalaciones de ALVAC durante 
varios días, pagándole la estancia completa en un hotel de lujo, 
sufragando durante dicha estancia todos sus gastos y los de sus 
familiares que le acompañan incluyendo diversas actividades de 
ocio.  

 

3.7 Aprobación y actualización del Manual 
 

3.7.1 La descripción general, resumiendo los principios y estructura del 
Manual, debe ser aprobado por acuerdo de la Junta General de 
Accionistas. Cualquier actualización del Manual deberá ser aprobada 
por el Comité de Cumplimiento, el cual fue constituido el día 4 de junio 
de 2019. 

 
3.7.2 Las políticas y procedimientos, los protocolos y el Reglamento de 

Régimen Disciplinario deben ser elaborados o actualizados por el 
Comité de Cumplimiento de ALVAC En todo caso, las políticas y 
procedimientos, los protocolos y el Reglamento de Régimen 
Disciplinario deben formar parte del Manual.  

 
3.7.3 En todo caso, los miembros de la Junta General de Accionistas deben 

conocer el contenido del Manual. 
 

4. EL COMITÉ DE CUMPLIMIENTO: CARACTERÍSTICAS Y FLUJOS DE INFORMACIÓN 
 
El ejercicio del debido control que ejerce la empresa exige, según la legislación 
vigente, la implantación en ALVAC no sólo de mecanismos de control continuo, sino 
también la designación de órganos de control interno para el seguimiento de los 
controles implantados y de los eventuales riesgos penales. 
 
Esta tarea de control y seguimiento ha sido encomendada al Comité de 
Cumplimiento, al que la Junta General de Accionistas, en Junta General Extraordinaria 
celebrada el 4 de junio de 2019, ha dotado de autonomía suficiente en términos tanto 
de poder de control como de iniciativa. 
 
En aras a garantizar la máxima eficacia en el desarrollo de sus funciones, el Comité de 
Cumplimiento tiene libre acceso a toda la documentación que pueda serle útil en el 
seno de la empresa. 
 
En el mismo sentido, los responsables de cualquier área de ALVAC están obligados a 
suministrar a los miembros del Comité de Cumplimiento cualquier información que les 
soliciten sobre las actividades del área o departamento relacionadas con la posible 
comisión de un delito. 
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4.1 Composición y requisitos del Comité de Cumplimiento 
 

4.1.1 Uno de los mecanismos exigibles para prevenir la responsabilidad penal 
de la persona jurídica es el nombramiento de un Comité de 
Cumplimiento de las políticas y procedimientos de prevención de 
delitos, que es el órgano de ALVAC, con poderes autónomos de 
vigilancia y control, que tiene encomendada la supervisión y el 
funcionamiento del modelo de prevención de delitos implantado a 
través del Manual. 

 
4.1.2 El Comité de Cumplimiento estará compuesto por tres miembros 

nombrados por la Junta General de Accionistas por el tiempo que 
estime oportuno, entendiéndose indefinido en el caso de no 
especificarse.  

 

Éstos se elegirán de entre los profesionales y/o empleados de la 
sociedad siendo también posible nombrar a cualquier persona externa 
a la empresa cuyo perfil profesional sea adecuado a este fin. 

 
4.1.3 El Comité de Cumplimiento debe tener las siguientes características: 

 

a) Autonomía e independencia: 
 

(i) Facultades de monitorización; 
 

(ii) Ausencia de responsabilidades en la ejecución de la actividad principal 
de ALVAC; 

 

(iii) Capacidad de decisión respecto a las atribuciones propias del Comité 
de Cumplimiento; 

 

(iv) ALVAC cuenta con un presupuesto adecuado para la prevención y el 
control de ilícitos penales. 

 

b) Experiencia: 
 

(i) Un alto conocimiento del negocio de ALVAC y adecuada experiencia 
profesional. 
 

(ii) Conocimientos de auditoría, financieros, legales, de “compliance” y/o 
de gestión de riesgos. 
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b) Integridad: 
 

(i) Los miembros del Comité de Cumplimiento no deben haber sido 
condenados por ninguno de los delitos susceptibles de generar la 
responsabilidad penal de la persona jurídica. 

c) Continuidad: 
 

(i) Supervisión de la implementación y cumplimiento del Manual; 
 

(ii) Monitorización de la efectividad de las políticas y procedimientos de 
prevención de delitos. 

 

4.1.4 El Comité de Cumplimiento informará de su actividad directamente a 
la Junta General de Accionistas de ALVAC 

 
4.1.5  La Junta General de Accionistas de ALVAC debe ser el responsable de 

nombrar o destituir a los miembros del Comité de Cumplimiento. 
 

Con el objetivo de asegurar que el Comité de Cumplimiento cumple 
con la Ley y la normativa societaria en el ejercicio de sus funciones, éste 
podrá ser asistido por los asesores que en cada caso se estime 
conveniente. 

 

4.2 Destitución de los miembros del Comité de Cumplimiento 
 

4.2.1 Los miembros del Comité de Cumplimiento deberán ser destituidos 
cuando: 

 

a) Sean acusados formalmente por cualquier delito susceptible de 
dar lugar a la responsabilidad penal de la persona jurídica. 
 

b) Sean inhabilitados por resolución judicial o administrativa para 
administrar o representar a cualquier tipo de sociedad mercantil.  

 
 

Adicionalmente, los miembros del Comité de Cumplimiento 
podrán ser destituidos por la Junta General de Accionistas de ALVAC 
en los siguientes supuestos: 
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(i) Incumplimiento relevante en el ejercicio de sus funciones 
como miembro del Comité de Cumplimiento; 
 

(ii) Incumplimiento relevante de cualquiera de los códigos, 
reglamentos y demás normativa interna de la empresa; 

 
(iii) Enfermedad prolongada que impida el desarrollo de sus 

funciones como miembro del Comité de Cumplimiento; 
 

(iv) Despido o suspensión de empleo y sueldo por parte de 
ALVAC. 

 

4.2.2 Cualquier miembro del Comité de Cumplimiento podrá presentar su 
renuncia voluntaria con un periodo de preaviso mínimo de 15 días, 
mediante carta dirigida la Junta General de Accionistas de ALVAC 
con copia al Comité de Cumplimiento. 

 
4.2.3 En caso de que un miembro del Comité de Cumplimiento (i) sea 

destituido, (ii) presente su renuncia como miembro del Comité de 
Cumplimiento, (iii) sea incapacitado, (iv) fallezca, o (v) incurra en 
cualquiera de las causas que determinen su destitución obligatoria, la 
Junta General de Accionistas de ALVAC deberá designar a un sustituto 
en el plazo máximo de 2 meses, cuyo mandato durará desde la fecha 
de designación hasta la fecha de finalización del mandato de los 
restantes miembros del Comité de Cumplimiento. 

 
4.2.4 El Comité de Cumplimiento notificará a la Junta General de Accionistas 

de ALVAC, a la mayor brevedad, cualquier circunstancia que obligue 
a sustituir a alguno de sus miembros. 

 

4.3  Facultades y responsabilidades del Comité de Cumplimiento 
 

4.3.1. El Comité de Cumplimiento tendrá, en términos generales, las siguientes 
funciones: 
 

a) Comprobar la aplicación del manual, a través de actividades específicas 
dirigidas a controlar la mejora continua de la conducta en el ámbito de 
ALVAC mediante la evaluación de los procesos de control de los riesgos 
de conducta; 
 

b) Asesorar en la resolución de las dudas que surjan en la aplicación de los 
códigos y manuales; 
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c) Revisar las iniciativas para la difusión del conocimiento y la comprensión 
del Manual; 

 
d) Recibir y analizar los avisos de violación del Manual; 

 
e) Recibir y tramitar las denuncias sobre comisión de ilícitos penales que 

realicen empleados o terceros a través del Canal de Denuncias; 
 

f) Dirigir las investigaciones que se realicen sobre la posible comisión de 
actos  de incumplimiento, pudiendo solicitar la ayuda de cualquier área 
o departamento de la empresa, proponiendo las sanciones que en su 
caso procedan; 

 
g) Tomar decisiones con respecto a violaciones del Manual de relevancia 

significativa, proponiendo en su caso la imposición de sanciones y la 
adopción de medidas disciplinarias; 

 
h) Proponer a la Junta General de Accionistas controles para evitar la 

comisión de delitos que pudieran generar responsabilidad jurídica de 
ALVAC; 

 
i) Publicar y mantener actualizado el Manual; 

 
j) Supervisar la actividad de formación sobre el Manual; 

 
k) Evaluar anualmente los cambios que sea conveniente introducir en el 

Manual, especialmente en caso de detectarse áreas de riesgo no 
reguladas y procedimientos susceptibles de mejora. 

 

4.3.2 A su vez, el Comité de Cumplimiento será responsable de supervisar: 
 

a) La eficacia e idoneidad de las políticas y procedimientos implementados 
para prevenir la comisión de los delitos susceptibles de dar lugar a la 
responsabilidad penal de la persona jurídica; 

 
b) El cumplimiento del contenido del Manual de prevención de delitos;  

 
c) La revisión y actualización del Manual de prevención de delitos. 

 

4.3.3 Con el objetivo de cumplir con sus responsabilidades, el Comité de 
Cumplimiento deberá: 
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a) En relación con la monitorización de la eficacia de las políticas y 
procedimientos definidos en el Manual: 

 

(i) Estar pendiente de cualquier reforma legislativa que pueda 
afectar al régimen de responsabilidad penal de la persona 
jurídica; 
 

(ii) Recibir información sobre cualquier producto, iniciativa de 
negocio o cambio organizacional; 

 
(iii) Coordinar junto con el departamento legal, las actividades de 

formación;  
 

(iv) Determinar la información que debe ser facilitada a los 
profesionales y/o empleados de ALVAC. 

 

b) En relación con el contenido del Manual de prevención de delitos: 
 

(i) Coordinar junto con los departamentos relevantes las 
actividades de monitorización de dichos departamentos; 

 
(ii) Revisar la información relevante que resulte de dichas 

actividades de monitorización; 
 

(iii) Cuando sea necesario, acordar medidas de investigación 
adicionales que permitan obtener mayor información;  

 
(iv) Coordinar junto con el departamento relevante la aplicación 

del Régimen Disciplinario. 

c) En relación con la actualización del Manual de prevención de 
delitos: 

 

(i) Revisar periódicamente el Manual teniendo presente: 

a) Los cambios relevantes en la legislación; 
 

b) Los cambios relevantes en el negocio de ALVAC en su 
estructura; 

 
c) La jurisprudencia relevante. 
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(ii) Encargar la actualización del Manual, contactando con la 
entidad o el departamento de ALVAC que proceda, cuando 
las revisiones periódicas lo aconsejen. 

 

4.3.4 A la hora de llevar a cabo las citadas actividades, el Comité de 
Cumplimiento deberá investigar cualquier asunto que llegue a su 
conocimiento y deberá poder acceder a las cuentas y registros de 
ALVAC sin limitación alguna. 

 
También podrá nombrar asesores externos que puedan ser necesarios 
para cumplir con sus obligaciones. 

 
4.3.5 Los miembros del Comité de Cumplimiento no podrán delegar sus 

responsabilidades en ninguna otra persona. 
 

En cambio, el Comité de Cumplimiento podrá: 
 

a) Cooperar, cuando sea necesario, con cualquier 
departamento o comité de ALVAC;  
 

b) Requerir los servicios de cualquier otro departamento de 
ALVAC o asesor externo. 

 

4.3.6 El Comité de Cumplimiento podrá establecer sus normas de 
funcionamiento interno. El contenido de las reuniones del Comité de 
Cumplimiento deberá ser recogido en actas internas, que deberán ser 
conservadas y custodiadas por el propio Comité. 

  

4.4 Flujos de información al Comité de Cumplimiento (Canal de denuncias) 

 

4.4.1 Los incumplimientos o los indicios de incumplimiento del Manual y de 
las políticas y procedimiento en él establecidos podrán ser 
comunicados al Comité de Cumplimiento a través del Canal de 
Denuncias. El canal de denuncias se creará dentro de la web de 
ALVAC, y será de fácil acceso, tratándose la información recibida de 
manera objetiva, imparcial y confidencial. 

  
  Dichas comunicaciones podrán ser confidenciales y/o anónimas, pero, 

en cualquier caso, se velará por la confidencialidad en el tratamiento 
de la información.  
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4.4.2 El procedimiento de comunicación deberá ser configurado por el 
Comité de Cumplimiento de forma coordinada con los asesores 
externos de prevención penal. 

 
4.4.3 En particular, en relación con el proceso de elaboración de la 

información financiera, ALVAC establecerá, bajo la supervisión del 
Departamento de Administración y de forma coordinada con los 
asesores externos de prevención penal, un canal de denuncias, que 
permita la comunicación de irregularidades de potencial 
trascendencia, especialmente financieras y contables, en adición a 
eventuales actividades irregulares en la empresa. 

 
  Así mismo, en los aspectos que puedan afectar a los empleados, tales 

como situaciones de discriminación, acoso, mobbing o seguridad en el 
trabajo, entre otros, se establecerán canales específicos (protocolo de 
acoso laboral) para la comunicación y tratamiento de cualquier 
conducta impropia que se pudiera producir en estos ámbitos. 

 
4.4.4 El Comité de Cumplimiento acusará recibo de la comunicación al 

informante, en el plazo máximo de siete días naturales siguientes a su 
recepción dará respuesta a las actuaciones de investigación, en un 
plazo máximo que no podrá ser superior a tres meses a contar desde la 
recepción de la comunicación salvo casos de especial complejidad 
que requieran una ampliación del plazo, en cuyo caso, este podrá 
extenderse hasta un máximo de otros tres meses adicionales.  

 

5. FORMACIÓN E INFORMACIÓN 
 

5.1 Para cumplir adecuadamente con lo establecido en la legislación 
vigente, la implantación de las medidas de control recogidas en el 
Manual debe ir acompañada de la difusión adecuada del mismo y de 
su explicación a los empleados. 

 
5.2 Se ha de enfatizar por tanto en la importancia de su cumplimiento y la 

asunción por parte de ALVAC de los principios de actuación tendentes 
a evitar la comisión de ilícitos. 

 

5.3 Por ello, los empleados de ALVAC recibirán información periódica, 
sobre las políticas de prevención de delitos adoptadas por ALVAC. 

  

5.4 Por otro lado, el Manual y las políticas y procedimientos internos estarán 
disponibles para todos los empleados en la intranet. 
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5.5 Se organizarán, al menos una vez al año, sesiones de formación para 
empleados para: 

 

(i) dar a conocer la responsabilidad penal de las personas jurídicas; 
 

(ii) explicar en qué consisten los delitos que pueden dar lugar a la 
responsabilidad penal de ALVAC;  

 
(iii) recordar cuáles son las políticas de prevención de delitos 

adoptadas. 
 

5.6 Estas sesiones serán impartidas, conjuntamente, por un especialista en 
Derecho Penal o Compliance Penal y, al menos, un miembro del 
Comité de Cumplimiento. 

 
5.7 El contenido de las citadas sesiones de formación tendrá en cuenta las 

funciones y responsabilidades de aquellos a los que estén dirigidas. El 
Comité de Cumplimiento será el responsable de coordinar, junto con 
los asesores legales de ALVAC, la organización y contenido de las 
sesiones. 

 
5.8 El objetivo último de las sesiones de formación es (i) garantizar que los 

asistentes conocen y cumplen las políticas internas de prevención de 
delitos, (ii) evitar la comisión de cualquier delito que pueda dar lugar a 
la responsabilidad penal de ALVAC, y (iii) ser un canal de 
comunicación entre los empleados con el Comité de Cumplimiento, al 
objeto de detectar cualquier preocupación, duda o recomendación 
que pudieran tener en relación con la prevención de delitos. 

 

 
6. RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

 

6.1 El establecimiento de un Régimen Disciplinario adecuado es esencial 
para que cualquier sistema de prevención de la responsabilidad penal 
de la persona jurídica pueda ser considerado eficaz. 

 
6.2  ALVAC establecerá un Régimen Disciplinario, integrando las 

infracciones y sanciones ya previstas en la normativa laboral aplicable, 
que implicará, entre otras cosas, la imposición de sanciones a todos 
aquellos empleados que infrinjan el Manual y las políticas y 
procedimientos establecidos. 
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6.3 En caso de detectarse, tras el análisis de las conclusiones del estudio e 
investigación realizado por el Comité de Cumplimiento, un 
incumplimiento del Manual, según la legislación vigente se actuará 
inmediatamente, comunicando el hecho a las autoridades 
competentes si, además, fuera constitutivo de delito o cualquier otra 
infracción penal. 

 
6.4      En función de la gravedad de dicha infracción, se impondrán las 

sanciones contempladas en los convenios colectivos de aplicación, las 
cuales irán desde la amonestación por escrito, la suspensión de 
empleo y sueldo, y hasta el despido por motivos disciplinarios. 

 

6.5 Asimismo, con carácter interno, el Comité de Cumplimiento adoptará 
las medidas disciplinarias que procedan en el ámbito estrictamente 
laboral. 

 

6.6 El Régimen Disciplinario en cualquier caso será conforme a la 
legislación laboral y, en especial, a las disposiciones del Estatuto de los 
Trabajadores y los convenios colectivos de aplicación. 

 
 

7.     NOVEDADES INCORPORADAS POR LA LEY 2/2023 DE 20 DE FEBRERO REGULADORA 
DE LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS QUE INFORMEN SOBRE INFRACCIONES 
NORMATIVAS Y DE LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 

 

7.1  El 21 de febrero de 2023 se ha publicado en el BOE la esperada Ley 
2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas 
que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la 
corrupción (en adelante, la “Ley de Protección del Informante”) al objeto 
de transponer la denominada Directiva de Whistleblowing. 

 

7.2  Con la Ley de Protección del Informante se persigue otorgar una 
protección adecuada a los informantes frente a las represalias que 
pudieran sufrir por el hecho de haber comunicado irregularidades o 
determinados incumplimientos normativos. Con esta finalidad de 
protección se espera que se apliquen las disposiciones de la norma a la 
hora de diseñar, implantar y gestionar los sistemas de información. 

La Ley también persigue expresamente el fortalecimiento de la cultura de 
la información, de las infraestructuras de integridad de las organizaciones 
y el fomento de la cultura de la información o comunicación como 
mecanismo para prevenir y detectar amenazas al interés público. 
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7.3  El ámbito material de aplicación de la Directiva de Whistleblowing se 
circunscribe a las “acciones u omisiones que puedan constituir 
infracciones del Derecho de la Unión Europea”, pero la Ley de Protección 
del Informante amplia el ámbito material de aplicación a las infracciones 
penales y a las infracciones administrativas graves o muy graves, 
considerando entre éstas, en todo caso, a las que impliquen quebranto 
económico para la Hacienda Pública y para la Seguridad Social. 

Quedan, por lo tanto, fuera de la protección de la norma las 
comunicaciones sobre infracciones administrativas que no sean graves. 

 

7.4  Las medidas de protección de la Ley se extienden a todas aquellas 
personas que mantienen vínculos profesionales o laborales con entidades 
tanto del sector público como del sector privado (empleados públicos, 
trabajadores por cuenta ajena, autónomos, accionistas, administradores, 
directivos), así como a aquellas que ya han finalizado su relación 
profesional, voluntarios, becarios o trabajadores en período de formación. 

También se extienden a las personas que presten asistencia al informante, 
a las personas de su entorno que puedan sufrir represalias, así como a las 
personas jurídicas propiedad del informante. 

 Específicamente, la Ley exige que las medidas de protección se dirijan 
también a los representantes de los trabajadores que asesoren y apoyen 
al informante. 

 

7.5  Dentro de su marco de protección, tanto material como subjetivo, la Ley 
establece, en primer lugar, la obligación de contar con un completo 
sistema interno de información que se compone tanto del habitual canal 
de comunicación (lo que en la práctica se conoce como canal de 
denuncias o canal ético), como del proceso de gestión y seguimiento de 
la información recibida. Estarán obligadas a disponer de dicho sistema 
interno de información, entre otras, las entidades jurídicas del sector 
privado de 250 o más trabajadores, como es el caso de ALVAC. 

En el caso de un grupo de empresas en los términos del artículo 42 del 
Código de Comercio, la sociedad dominante aprobará una política 
general relativa al sistema interno de información, y asegurará la 
aplicación de sus principios en todas las entidades que integren el grupo.  

El órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad, 
pública o privada, es el responsable de la implantación del Sistema 
interno de información, previa consulta con la representación legal de los 
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trabajadores y tendrá la condición de responsable del tratamiento de los 
datos personales. 

El sistema interno de información debería utilizarse de manera preferente 
para canalizar la información. No obstante, el informante puede elegir el 
cauce a seguir, interno o externo, según las circunstancias y los riesgos de 
represalias que considere. 

La configuración del sistema interno de información debe reunir 
determinados requisitos, entre otros, su uso asequible, las garantías de 
confidencialidad, las prácticas correctas de seguimiento, investigación y 
protección del informante y la restricción de acceso a personal no 
autorizado. 

El sistema interno de información debe contar con una Política que regule 
y publicite los principios que rigen el sistema y un procedimiento que 
regule la gestión de las informaciones recibidas. 

Específicamente, la Ley exige que las entidades faciliten la información 
adecuada de forma clara y fácilmente accesible, sobre el uso de todo 
canal interno de información que hayan implantado, así como sobre los 
principios esenciales del procedimiento de gestión y que, en caso de 
contar con una página web, hagan constar dicha información en la 
página de inicio, en una sección separada y fácilmente identificable. 

Asimismo, las entidades deben designar un responsable del 
sistema interno de información que puede ser una persona o un órgano 
colegiado y cuyo nombramiento, destitución o cese debe depender del 
órgano de administración o gobierno de la entidad. Este cargo puede 
recaer en el responsable de la función de cumplimiento normativo 
siempre que ostente un cargo directivo, en el sector privado, y, en todo 
caso, sea una persona con independencia y autonomía. 

La gestión del sistema puede ser interna o externa a la entidad. En el caso 
de gestión externa la responsabilidad seguirá siendo del responsable del 
sistema que se haya nombrado en la entidad. 

El canal de comunicación que forma parte del sistema debe permitir 
realizar comunicaciones por escrito o verbalmente, o de las dos formas, 
por medios electrónicos o incluso de forma presencial. 

Las comunicaciones por el canal serán en todo caso confidenciales y 
éste debe permitir también que se realicen y se tramiten comunicaciones 
anónimas. 

El procedimiento de gestión de las informaciones recibidas deberá tener 
el contenido mínimo previsto en la Ley y atender a los principios indicados 
en ésta. Entre ellos, destaca la obligación de acuse de recibo de la 
comunicación al informante, en el plazo de siete días naturales siguientes 
a su recepción y la fijación de un plazo máximo para dar respuesta a las 
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actuaciones de investigación, que no podrá ser superior a tres meses a 
contar desde la recepción de la comunicación salvo casos de especial 
complejidad que requieran una ampliación del plazo, en cuyo caso, este 
podrá extenderse hasta un máximo de otros tres meses adicionales. 

 

7.6 Se prohíben expresamente los actos constitutivos de represalia, incluidas 
las amenazas de represalia y las tentativas de represalia contra las 
personas que presenten una comunicación. 

Se entiende por represalia cualesquiera actos u omisiones que estén 
prohibidos por la ley, o que, de forma directa o indirecta, supongan un 
trato desfavorable que sitúe a las personas que las sufren en desventaja 
particular con respecto a otra en el contexto laboral o profesional, y que 
se produzcan por su mera condición de informantes. 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, aquellas personas a las que se 
refieran los hechos relatados en la comunicación mantienen todos sus 
derechos de tutela judicial y defensa, de acceso al expediente, de 
confidencialidad y reserva de identidad y la presunción de inocencia. 

 

7.7  La Ley de Protección del Informante establece un preciso régimen 
sancionador, considerando infracciones, entre otras, cualquier actuación 
que suponga una efectiva limitación de los derechos y garantías previstos 
introducida a través de contratos o acuerdos a nivel individual o 
colectivo, cualquier intento o acción efectiva de obstaculizar la 
presentación de comunicaciones o de impedir, frustrar o ralentizar su 
seguimiento, incluida la aportación de información o documentación 
falsa por parte de los requeridos para ello, la adopción de cualquier 
represalia, o la vulneración de las garantías de confidencialidad y 
anonimato, entre otras. 

El órgano sancionador será la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante o el organismo homónimo en el ámbito autonómico en 
función del ámbito de la infracción. 

Las sanciones por la comisión de infracciones se pueden imponer tanto a 
la entidad infractora, pública o privada, como a los órganos internos 
responsables. 

Las sanciones a personas jurídicas pueden llegar hasta el millón de euros y 
hasta los trescientos mil euros para personas físicas para las muy graves, 
como, por ejemplo, en el caso de incumplimiento de la obligación de 
disponer del propio sistema interno de información en los términos 
exigidos por la norma. 
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7.8   La Ley de Protección del Informante establece un régimen específico en 
materia de protección de datos personales dada la relevancia que éstos 
supondrán en la gestión de las comunicaciones de infracciones, de forma 
que modifica el artículo 24 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales 
para hacer una referencia al contenido de la propia Ley. 

Con respecto a la base legitimadora, la Ley establece una presunción de 
licitud, aclarando que los tratamientos de datos personales realizados en 
aplicación de la misma se entenderán amparados en el cumplimiento de 
una obligación legal siempre y cuando la entidad esté obligada a 
disponer de un sistema interno de información. 

Además de facilitar información adecuada y suficiente a los informantes 
y a quienes lleven a cabo una revelación pública en los términos 
establecidos en el Reglamento General de Protección de Datos, será 
necesario que, expresamente, se informe a los interesados de que su 
identidad será reservada y que no se comunicará a las personas a las 
que se refieren los hechos revelados ni a terceros. 

Teniendo en consideración lo anterior, en el supuesto de que los 
afectados por los hechos relatados ejercieran su derecho de acceso, se 
debería tener presente que el nombre de los informantes es un dato que 
nunca debería facilitarse. Igualmente, en el caso de que el afectado 
ejerciese su derecho de oposición, se presumirá, salvo prueba en 
contrario, que existen motivos legítimos imperiosos que legitiman el 
tratamiento de sus datos. 

Otra medida con la que se pretende proteger a los informantes es 
limitando el acceso a los datos contenidos en el sistema de información a 
las personas que, atendiendo a sus competencias y funciones dentro de 
la entidad, resulten estrictamente necesarias. En este sentido, el legislador 
ha incluido una lista cerrada de personas que podrán tener acceso a los 
datos, aunque matiza que los datos podrán también ser comunicados a 
personas distintas de las incluidas en esa lista o, incluso, a terceros 
cuando así resulte necesario para la adopción de medidas correctoras o 
la tramitación de procedimientos tanto sancionadores como penales. 

Sobre la conservación de los datos personales, se establece que los 
mismos solo podrán ser almacenados en el sistema de información 
durante el tiempo que resulte imprescindible para decidir sobre la 
procedencia de iniciar o no una investigación. 

En cualquier caso, cuando transcurran tres meses desde la recepción de 
la comunicación sin que se hubiesen iniciado actuaciones de 
investigación se deberán suprimir los datos personales a menos que el 
objetivo de conservarlos sea dejar evidencia del funcionamiento del 
sistema, en cuyo caso los datos deberán ser anonimizados. 
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1. CONTENIDO DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LA PERSONA JURÍDICA 

 

1.1 Como previamente se ha expuesto, la LO 5/2010 de 22 de junio, de la 
Reforma del Código penal, modificada sustancialmente por medio de 
la LO 1/2015   introdujo en el Derecho español el concepto de 
responsabilidad penal de las personas jurídicas por los delitos 
cometidos en su nombre y provecho por los representantes legales, 
administradores y/o empleados.  

 
 Cuando el incumplimiento del deber de control haya sido grave 

determina que, junto a la empresa, el directivo que omite el control 
también puede responder por un delito, bien doloso, en comisión por 
omisión, bien gravemente imprudente, lo que traslada la 
responsabilidad penal a la conducta de los directivos. 

 
1.2 La responsabilidad penal que un juzgado o tribunal pueda imponer a 

una persona jurídica es compatible con: 
 

(i) La responsabilidad penal que pueda imponerse a la persona 
física que cometió el delito; 
 

(ii) Cualquier responsabilidad civil derivada de los daños y perjuicios 
que el delito haya podido ocasionar a las víctimas; 

 
(iii) Cualquier otro tipo de responsabilidad civil o administrativa que 

pueda ser impuesta a la persona jurídica o a la persona física. 
 

1.3 Para que exista responsabilidad penal de la persona jurídica es 
necesario que se constate la existencia de un delito que haya sido 
cometido por los representantes legales, administradores y/o 
empleados de la persona jurídica. En cambio, no es necesario que la 
concreta persona física responsable del delito sea identificada o que 
se dirija procedimiento penal alguno contra él. 

 
1.4 La responsabilidad penal de la persona jurídica será aplicable, con 

independencia del lugar donde la persona jurídica tenga su domicilio 
social, cuando el delito haya sido cometido en territorio español. 

 
1.5 También puede surgir responsabilidad penal de las personas jurídicas 

por delitos cometidos fuera del territorio español siempre que el 
responsable no haya sido absuelto, indultado o penado en el 
extranjero. 
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1.6 De acuerdo con el artículo 31 bis CP, la persona jurídica únicamente es 
responsable de los delitos en los que se prevea expresamente que son 
susceptibles de dar lugar a responsabilidad penal de la persona jurídica. 

 
1.7 En el apartado 2, más abajo está recogido un listado de los delitos que, 

a fecha de elaboración del Manual, pueden dar lugar a 
responsabilidad penal de la persona jurídica. 

 

1.8 Para que exista responsabilidad penal de la persona jurídica es 
necesario que los delitos hayan sido cometidos en nombre o por 
cuenta de la misma, y por las siguientes personas físicas: 

a. Los representantes legales y administradores de hecho o de 
derecho de la persona jurídica; 

 
b. Los que estén sometidos a la autoridad de las personas definidas en 

el apartado anterior (empleados) cuando concurran dos requisitos 
adicionales: 

(i) Que el delito haya sido cometido en el ejercicio de su 
trabajo y 

 
(ii) Que hayan podido realizar los hechos por no haberse 

ejercido sobre ellos el debido control atendidas las 
concretas circunstancias del caso. 

 
1.9 ALVAC no es responsable penal de los delitos cometidos por las 

personas definidas en el punto 3.5.1 del Manual cuando éstas hayan 
actuado en su propio nombre e interés. 

 
El Artículo 129 del C.P establece que, en caso de delitos cometidos en el 

seno, con la colaboración, a través o por medio de empresas, organizaciones, 
grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que, 
por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en el artículo 31 
bis, el juez o tribunal podrá imponer motivadamente a dichas empresas, 
organizaciones, grupos, entidades o agrupaciones una o varias consecuencias 
accesorias a la pena que corresponda al autor del delito. 
 
 
1.10  El artículo 33.7 CP recoge un número de penas que pueden ser 

impuestas a una persona jurídica. Estas penas son las siguientes: 

a. Multas; 
 

b. Disolución de la persona jurídica; 
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c. Suspensión de sus actividades por un plazo de hasta 5 
años; 

 
d. Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo 

de hasta 5 años; 
 

e. Prohibición de realizar en el futuro las actividades en 
cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o 
encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal 
o definitiva. Si fuere temporal, el plazo no podrá exceder 
de 15 años; 
 

f. Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas 
públicas, para contratar con el sector público y para 
gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la 
Seguridad Social, por un plazo de hasta 15 años; 

 
g. Intervención judicial por un plazo de hasta 5 años. 

 

2. DELITOS QUE PUEDEN DAR LUGAR A LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LA PERSONA 
JURÍDICA 

 

2.1 En la fecha de elaboración del Manual, las personas jurídicas son 
responsables de las siguientes categorías de delitos: 

(1) Delito contra la propiedad intelectual e industrial (art. 270 a 277 
CP) 

(i) Propiedad intelectual; 
 

(ii) Propiedad industrial; 
 

(iii) Descubrimiento y revelación de secretos de 
empresa; 

 
(iv) Publicidad engañosa 
 
(v) Delitos relativos al mercado de valores; 

 
(vi) Alteración de precios; 

 
(vii) Uso de información privilegiada; 

 
(viii) Corrupción privada. 
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(2) Estafas (art.248 a 251 bis CP) 

 
(3) Blanqueo de capitales ( art. 301 CP)  

 
(4) Delito de corrupción de negocios (art. 286 bis a 286 quater CP)  

 
(5) Cohecho ( art. 419 a 427 CP)  

 
(6) Delitos contra la salud pública (tráfico de drogas); (art. 369 CP) 

 
(7) Tráfico de influencias ( art. 429-430 CP) 

 
(8) Delito de malversación (Art. 435. 5º CP) 

 
(9) Daños informáticos, ataque de denegación de servicio ( art. 264 

a 264 quater CP) 
 

(10) Insolvencias punibles: (Art. 261 bis CP) 
 

(i) Alzamiento de bienes; 
 

(ii) Obstaculización de embargos y procedimientos 
ejecutivos; 

 
(iii) Concursos de acreedores dolosos; 

 

(iv) Solicitudes de concurso de acreedores 
fraudulentas. 

 
 

(11)  Delito de descubrimiento/ revelación de secretos y allanamiento 
informático (art.197 CP)  
 

(12)  Frustración a la ejecución (art. 257 a 258 bis CP)  
 

(13) Delitos contra la Hacienda Pública  y  la Seguridad Social: (Art. 
310 bis CP) 

i. Defraudaciones tributarias; 
 

ii. Defraudaciones a la Seguridad Social; 
 

iii. Fraude de subvenciones; 
 

iv. Delitos contables. 
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(14) Financiación ilegal de partidos políticos; (Art. 304 bis.5 CP) 
 
(15) Delitos contra los derechos de los trabajadores (art. 311 a 318 CP)  

 
(16) Delitos de alteración de precios en concursos y subastas públicas 

(art. 262 CP)  
 

(17) Obstrucción a la actividad instructora o supervisora (art. 294 CP)  
 

(18) Delitos de odio y enaltecimiento; (Art. 510 bis CP) 
 

(19) Tráfico ilegal de órganos humanos (art. 156 bis.3 CP)  
 

(20) Delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente; (Art. 
328 CP) 

 
(21) Prostitución, explotación sexual y corrupción de menores (art.189 

bis CP)  
 

(22) Delitos contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la 
inviolabilidad del domicilio (art.197, 197 bis y 195 quinquies CP) 

 
(23) Delitos sobre la ordenación del territorio y urbanismo; (Art. 319.4 

CP) 
 

(24) Falsificación de tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje; 
(Art. 399 bis CP) 

 
(25) Riesgos provocados por explosivos y otros agentes peligrosos; 

(Art. 348.3 CP) 
 

(26) Delitos de terrorismo (Arts. 573 – 580) 
 

(27) Delitos relativos a la manipulación genética; (Art. 162 CP) 
 

(28) Delitos contra la salud pública (art. 366 CP) 
 

(29) Radiaciones ionizantes ( art. 343.3 CP) 
 

(30) Falsificación de moneda; (Art. 386 CP) 
 

(31) Asociación ilícita; (Art. 520 CP) 
 

(32) Organización y grupos criminales y organizaciones y grupos 
terroristas;( Art. 570 quarter CP) 

 
(33) Trata de seres humanos (Art. 177 bis CP) 
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(34) Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros; (Art. 

318 bis.5 CP) 
 

(35) Delitos contra el mercado (art. 288) 
 

Es probable que en el futuro aumente el número de delitos que pueden 
dar lugar a responsabilidad penal de las personas jurídicas, habida cuenta de 
las críticas realizadas por la doctrina al actual listado de delitos. 

 
No obstante, no todos los delitos descritos en el punto anterior son 

susceptibles de ser cometidos por ALVAC dado el objeto de su actividad, lo 
cual se ha tenido muy presente a la hora de diseñar el Manual. 

 

3. MEDIOS PARA EVITAR O ATENUAR LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LA PERSONA 
JURÍDICA 

 

3.1 La LO 5/2010 no regula expresamente los mecanismos con los que una 
persona jurídica puede reducir el riesgo de que sea considerada 
responsable penal por los delitos cometidos en su nombre y provecho 
por sus representantes, administradores y/o empleados. 

 
3.2 El artículo 31 bis CP exige que para que la persona jurídica sea 

responsable penal de los delitos cometidos por los trabajadores y/o 
empleados, éstos hayan podido realizar los hechos por no haberse 
ejercido sobre ellos el debido control atendidas las concretas 
circunstancias del caso. En sentido contrario, debe entenderse que las 
personas jurídicas no serán penalmente responsables si llevan a cabo 
unas adecuadas políticas de control sobre sus dependientes. En 
cualquier caso, esto es una cuestión de hecho que deberá ser 
valorada caso por caso. 

 
3.3 Sin embargo, la Reforma 2015 sí introduce una expresa causa de 

exención de la responsabilidad criminal para las personas jurídicas, 
fundada en la demostración de que la corporación tiene e 
implementa, eficazmente, un programa de prevención de delitos. A tal 
efecto, es necesario que se acredite: 

 
Primero, que el órgano de administración ha adoptado y 
ejecutado con eficacia, antes de la comisión del delito, modelos 
de organización y gestión que incluyen las medidas de vigilancia 
y control idóneas para prevenir delitos de la misma naturaleza. 
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Segundo, que la supervisión del funcionamiento y del 
cumplimiento del modelo de prevención implantado ha sido 
confiado a un órgano de la persona jurídica con poderes 
autónomos de iniciativa y control. 
 
Tercero, que no se ha producido una omisión o un ejercicio 
insuficiente de sus funciones de vigilancia y control por parte del 
órgano de cumplimiento normativo. 

 
Si estas circunstancias sólo se pueden probar parcialmente, se podrá 
también valorar a los efectos de atenuación de la pena. 
 

Los programas de prevención deben cumplir, además, los 
siguientes requisitos: 

a) identificar las actividades en cuyo ámbito puedan ser cometidos 
los delitos que deben ser prevenidos;  
 

b) Establecer los protocolos o procedimientos que concreten el 
proceso de formación de la voluntad de la persona jurídica, de 
adopción de decisiones y de ejecución de las mismas con 
relación a aquellos;  

 
c) Disponer de modelos de gestión de los recursos financieros 

adecuados para impedir la comisión de los delitos que deberán 
ser prevenidos;  

 
d) Imponer la obligación de informar de posibles riesgos e 

incumplimientos al organismo encargado de vigilar el 
funcionamiento del modelo de prevención;  

 
e) Establecer un sistema disciplinario que sancione 

adecuadamente el incumplimiento de las medidas que 
establezca el modelo. 

 
f) Revisión periódica del Manual de prevención de delitos. 

 

Además, el programa de prevención debe de contener las 
medidas que, de acuerdo con la naturaleza y tamaño de la 
organización, así como el tipo de actividades que se llevan a cabo, 
garanticen el desarrollo de su actividad conforme a la Ley y permitan la 
detección rápida y prevención de situaciones de riesgo. 
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Finalmente, el funcionamiento eficaz del programa de 
prevención exige una verificación periódica del mismo y de su eventual 
modificación, cuando se pongan de manifiesto infracciones relevantes 
de sus disposiciones, o cuando se produzcan cambios en la 
organización, en la estructura de control o en la actividad desarrollada 
que los haga necesarios. 

 
3.4 En este punto hemos de recordar que el texto ahora mismo vigente, en 

el artículo 31.1 bis.4 CP, establece como circunstancia atenuante de la 
responsabilidad penal de la persona jurídica haber establecido, antes 
de la apertura del juicio oral, medidas eficaces para prevenir y 
descubrir los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los 
medios o bajo la cobertura de la persona jurídica. 

 
   La apertura del juicio oral por el órgano jurisdiccional constituye 

el juicio positivo que hace éste sobre la acusación en la denominada 
fase intermedia del proceso penal y que supone el reconocimiento 
definitivo del derecho a acusar o de la acción penal, de tal manera 
que en virtud del mismo el juez viene obligado a sustanciar todo el 
proceso y a pronunciarse sobre la imposición de la pena en relación 
con los hechos deducidos por las acusaciones. 

 
3.5 En el Manual se proponen una serie de medidas que entendemos que, 

correctamente implementadas, resultan eficaces para (i) evitar la 
comisión de delitos en el seno de ALVAC, (ii) reducir el riesgo de que 
ALVAC sea considerada penalmente responsable, (iii) y, atenuar una 
eventual responsabilidad penal de ALVAC en caso de que la misma 
no haya podido ser evitada pese a que hayan sido puestos todos los 
medios contenidos en el Manual. 

 

4. DELITOS COMETIDOS POR LOS REPRESENTANTES Y ADMINISTRADORES DE HECHO O 
DE DERECHO 

 

4.1 En relación con los delitos cometidos por los representantes y 
administradores de hecho o de derecho de la persona jurídica la LO 
5/2010 no establece ningún mecanismo mediante el cual la persona 
jurídica pueda excluir su responsabilidad penal, aunque sí atenuarla. 

 
4.2 Sin embargo, como ya se ha visto, la Reforma 2015 sí contiene tal 

previsión. 
 

 En cualquier caso, consideramos que una correcta adopción e 
implementación del Manual y de las medidas que posteriormente se 
explicarán y desarrollarán sirven para adoptar las cautelas adecuadas 
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para evitar la comisión de delitos y, de esta forma, reducir los riesgos. 
 
5. DELITOS COMETIDOS POR LOS EMPLEADOS 

 
5.1 Como ya ha sido señalado, cuando el delito haya sido cometido por 

los que estén sometidos a la autoridad de los representantes y/o 
administradores de hecho o de derecho de la persona jurídica, para 
que la persona jurídica sea considerada penalmente responsable es 
necesario que se hayan podido realizar los hechos por no haberse 
ejercido sobre ellos el debido control atendidas las concretas 
circunstancias del caso. 

 
  El CP no define cómo debe ejercerse el “debido control” sobre las 

personas sometidas a la autoridad de los representantes y/o 
administradores de hecho o de derecho de la persona jurídica. 

 
5.2  En cualquier caso, y de acuerdo, además, con las previsiones legales 

que se contienen en la Reforma 2015, ALVAC S.A: 
 

a. Ha adoptado e implementará, de forma efectiva, el Manual. Este 
Manual: 

(i) Identifica las actividades en cuyo ejercicio puedan 
cometerse Delitos Relevantes; 

 
(ii) Establece políticas y procedimientos específicos con 

el objetivo de determinar los procesos de toma de 
decisiones y su implementación para prevenir la 
comisión de Delitos Relevantes; 

 
(iii) Establece sistemas de gestión de fondos financieros 

que desincentiven la comisión de Delitos Relevantes; 
 

(iv) Establece canales de información eficaces que 
lleguen hasta el Comité de Cumplimiento. 

 
b. Ha creado un Comité de Cumplimiento con facultades 

autónomas e independientes para auditar y adoptar medidas, 
con deberes de supervisión del funcionamiento del Manual, y con 
la obligación de mantener el Manual actualizado ante 
cualesquiera novedades legislativas o jurisprudenciales. 
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5.3 La adopción de estas medidas contribuye a incrementar las cautelas y 
reducir los riesgos. 

 
5.4 En relación con la prevención de la comisión de delitos por parte de los 

empleados, el Manual contempla: 
 

i. Medidas capaces de asegurar que el negocio es llevado a 
cabo de acuerdo con la Ley y medidas que permitan una 
rápida identificación y eliminación de cualquier riesgo de 
comisión de Delitos Relevantes; 

 
ii. Revisiones periódicas del Manual y modificaciones en caso de 

detección de cualquier tipo de laguna o cuando se den 
cambios en la organización o en el negocio; y 

 
iii. Un régimen disciplinario susceptible de ser aplicado en caso de 

que existan incumplimientos de lo dispuesto en el Manual. 
 

6. NOVEDADES LEGISLATIVAS DE LA LEY ORGÁNICA 1/2019, DE 20 DE FEBRERO  
 

6.1  Se proceden a explicar las novedades legislativas respecto a la última 
reforma del Código Penal, por la Ley Orgánica 1/2019, de 20 de febrero, 
que endurece el régimen de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas.  

 
 

6.2  En primer lugar, se incluye dentro de los delitos por los que puede ser 
responsable una persona jurídica el de malversación (administración 
desleal del patrimonio público), regulado en los arts. 432 a 435 bis del 
Código Penal, a fin de dar cumplimiento a la Directiva (UE) 2017/1371. 
La empresa que contrata con la Administración puede colaborar o 
contribuir a esa gestión desleal del dinero público y puede ser 
sancionada penalmente por estos hechos. Se introduce también un 
nuevo ordinal 5º en el art. 435, que señala las penas a imponer 
dependiendo de las cantidades resultantes. 

 
6.3  Además de la introducción del delito de malversación, se modifican los 

siguientes delitos por los que podría ser responsable una persona 
jurídica: 

 
1. Tráfico ilegal de órganos humanos (artículo 156 bis CP)  
 
Nueva redacción del artículo 156 bis, adaptándolo a las previsiones contenidas 
en Convenio del Consejo Europeo sobre la lucha contra el tráfico de órganos 
humanos.  
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2. Descubrimiento y revelación de secretos y allanamiento informático (artículo 
17 quinquies)  
 
Entrada en vigor de la Ley 1/2019 de 20 de febrero de Secretos Empresariales, 
donde se regulan estos delitos.  
 
3. Delitos relativos al mercado y a los consumidores (artículos 278 a 286 CP)  
 
- Se modifican los artículos 284 CP (maquinaciones para alterar los precios) y 285 
CP (abuso de información privilegiada en el mercado de valores.  
 
- Se incorpora el delio de revelación de información privilegiada en el artículo 
285 bis CP.  
 
- Se incorpora el artículo 285 ter, que remite los contenidos conceptuales 
(instrumentos financieros, contratos, conductas, operaciones y órdenes previstos) 
a la normativa europea y española en materia de mercado e instrumentos 
financieros.  
 
- Se incorpora el artículo 285 quater, que establece la punición de los actos de 
proposición, conspiración y provocación a los tres delitos anteriormente 
mencionados.  
 
4. Corrupción en los negocios (artículo 286 bis a 286 quater CP)  
 
- Se modifica el apartado 1 del art 286 bis al incorporar el “ofrecimiento o 
promesa de obtener” cualquier beneficio o ventaja no justificados.  
 
- Se revisa la corrupción de jurados y árbitros para asegurar su incriminación. Se 
introduce en el art. 431 una precisión concreta respecto de la responsabilidad 
de los funcionarios públicos extranjeros. 
 

5.   Fraude a la Hacienda Pública o Seguridad Social (artículos 305 a 310 bis CP) 
 

- Se modifica el apartado 3 del artículo 305, aumentando la cuota defraudada 
constitutiva de infracción penal desde los 50.000 hasta los 100.000 euros. 
 
- Se modifica el delito de fraude de subvenciones (artículo 308 CP9, puesto que 
la   obtención   indebida   de   ayudas o   subvenciones de   las   
Administraciones Públicas incluye también la Unión Europea. Además, se 
produce una disminución de la cuantía  
obtenida, defraudada o aplicada indebidamente que constituye infracción 
penal, pasando de 120.000 a 100.000 euros. 

 
6.   Falsificación de moneda (artículos 386 a 389 CP) 
 

- Se modifican los apartados 1 y 5 del artículo 386 CP. 
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- Se amplía el abanico de sanciones que se pueden imponer a las personas 
jurídicas  cuando   éstas   sean   responsables  penales  de  este  tipo   de  hechos 
delictivos. 

 
-  Se amplía, en el artículo 387 CP, la protección penal del euro y de cualquier 
moneda extranjera cuando la falsificación cruce en general las fronteras de la 
Unión Europea y no solo a las de nuestro país. 
 
7.   Cohecho (artículos 419 a 427 bis CP) y tráfico de influencias (artículos 428 a 
431 CP) 
 
Se amplía el concepto de funcionario público que debe tenerse en cuenta en 
estos delitos. 
 
8.   Delito de organizaciones y grupos terroristas (artículos 571, 572 y 580 bis CP) y 
los delitos de terrorismo (artículos 573 a 580 bis CP) 
 
-  En el artículo 572 CP se agrava la pena de prisión que corresponde a los 
dirigentes   de   una   organización   o   grupo   terrorista.   Además, la   pena   de 
inhabilitación pasa a ser absoluta. 
 
-  En el artículo 573 CP se incluye, entre los delitos de terrorismo, la falsedad  
documental. 
 
-   Se   amplía   la      regulación   del   viaje   con   fines   terroristas, castigado   
por el artículo 575.3 CP, al no exigir que el viaje tenga por destino un territorio  
controlado por terroristas. 
 
- Se extiende la responsabilidad penal de las personas jurídicas a la comisión de 
cualquier tipo de delito de terrorismo, que sólo se preveía hasta ahora para los 
delitos de financiación del terrorismo del artículo 576. 
 
- Se introduce el nuevo artículo 580 bis. 

 

7. NOVEDADES LEGISLATIVAS POR LA LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO  
 

7.1   Se proceden a explicar las novedades legislativas respecto a  la última reforma 
del Código Penal, por la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 
integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, que entró en vigor 
el pasado 25 de junio de 2021. La presente ley ha supuesto la modificación de 
diversas disposiciones con incidencia en el ámbito de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas. 

7.2  La denominada "Ley Rhodes" incorpora al derecho español los artículos 3, 
apartados 2 a 4, 6 y 9, párrafos a), b) y g) de la Directiva 2011/93/UE de 13 de 
diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la 
explotación sexual de los menores y la pornografía infantil. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/LE0000467800_20111217.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/LE0000467800_20111217.html
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7.3    En primer lugar, se modifican ligeramente las letras b), c) y g) del apartado 2 del 
artículo 189 del Código Penal y se traslada el contenido del artículo 189 bis del 
Código Penal, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas 
por los delitos relativos a la prostitución y a la explotación sexual y corrupción de 
menores, al artículo 189 ter, de nueva introducción. Esta construcción legislativa 
crea un nuevo tipo delictivo que evita la impunidad de conductas realizadas a 
través de medios tecnológicos y de la comunicación, que producen graves 
riesgos para la vida y la integridad de las personas menores edad, así como una 
gran alarma social. 

 En este sentido, se castiga a través del nuevo artículo 189 bis del Código Penal a 
quienes, a través de los medios del párrafo anterior, promuevan la comisión de 
delitos  de naturaleza sexual contra personas menores de edad.  

 

7.4  Por otro lado,  la presente reforma introduce un segundo delito mediante el 
artículo 361 bis del Código Penal, que castiga la distribución o difusión 
pública a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la 
información o  de la comunicación de contenidos específicamente destinados 
a promover o facilitar, entre personas menores de edad o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección, el consumo de productos, 
preparados o sustancias o la utilización de técnicas de ingestión o eliminación 
de productos alimenticios cuyo uso sea susceptible de generar riesgo para la 
salud de las personas.  

 

7.5    Debe destacarse que, de conformidad con los artículos 189 ter y 366 del Código 
Penal, estos nuevos tipos delictivos son susceptibles de generar responsabilidad 
penal  para las personas jurídicas. 

 

7.6   Cabe añadir, que, de manera general, la reforma introduce, en el titulo II de la 
misma, el deber de comunicación de las situaciones de violencia. En este 
sentido, se establece un deber genérico, que afecta a toda la ciudadanía, de 
comunicar de forma inmediata a la autoridad competente la existencia de 
indicios de violencia ejercida sobre menores, además de regular de forma 
específica el deber de comunicación de la  existencia de contenidos en Internet 
que constituyan una forma de violencia o abuso sobre los niños, niñas o 
adolescentes, sean o no constitutivos de delito, en el ámbito de Internet y redes 
sociales. 

 
 

8. REVISIÓN DEL MANUAL 
 

El ejercicio de una adecuada revisión periódica del presente Protocolo, 
constituye un elemento clave para lograr una buena gestión del riesgo de que 
pueda cometerse una actuación delictiva en nuestra organización. En este 
sentido, ALVAC asume la necesidad de llevar a cabo una supervisión, revisión y 
mejora continuada del Protocolo de Prevención de Delitos, para lo cual cuenta 
desde el 4 de junio del 2019 con un Comité de Cumplimiento. 
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El Comité de Cumplimiento coordina y supervisa permanentemente el 

cumplimiento de las normas y procedimientos descritos en el presente 
Protocolo, con una periodicidad mínima anual, para asegurar que en el mismo 
se identifican y describen de modo actualizado todos los controles y medidas 
de vigilancia establecidas por la Entidad para evitar o mitigar el riesgo de que 
se produzcan actuaciones delictivas en nuestra organización. 

 
Dicha revisión periódica, no sólo permite a ALVAC mantener en todo 

momento actualizado el Manual, sino también, en su caso, poder adaptar el 
mismo a los cambios que la Entidad pueda experimentar con el paso del 
tiempo, o a las novedades que la legislación pueda requerir.  

 
 

9. MAPA DE RIESGOS: IDENTIFICACIÓN DE LAS ACTIVIDADES EN CUYO ÁMBITO 
PUEDEN COMETERSE DELITOS QUE DERIVEN EN RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ALVAC 

 

Al objeto de poder llevar a cabo una completa labor de supervisión y 
control sobre todas las actividades de la Entidad, se ha realizado un Mapa de 
Riesgos donde se identifican todas las actividades en cuyo ámbito pueden 
cometerse actuaciones delictivas y, por ende, generarse una posible 
responsabilidad penal de ALVAC 
 

Adicionalmente, además de contemplar los delitos cuya comisión 
puede generar una posible responsabilidad penal para la persona jurídica, 
también se han incluido en el Mapa de Riesgos otros delitos, que si bien no 
generan responsabilidad penal para la persona jurídica, su comisión podría 
afectar a la Sociedad por las posibles consecuencias jurídicas contenidas en el 
artículo 129 del Código Penal. El Artículo 129 del C.P establece que, en caso de 
delitos cometidos en el seno, con la colaboración, a través o por medio de 
empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o 
agrupaciones de personas que, por carecer de personalidad jurídica, no estén 
comprendidas en el artículo 31 bis, el juez o tribunal podrá imponer 
motivadamente a dichas empresas, organizaciones, grupos, entidades o 
agrupaciones una o varias consecuencias accesorias a la pena que 
corresponda al autor del delito. 
 

Como conclusión de dicho análisis, a la fecha del presente Protocolo las 
áreas funcionales o las actividades más sensibles donde se pueden cometer los 
delitos a prevenir, son las que se describen en los cuadros que se reproducen a 
continuación:
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DELITO ART. CP 
CONDUCTA TÍPICA 

NOTA: El contenido de esta columna extracta el Código Penal. Debe 
consultarse el texto completo de la conducta típica en cada momento. 

SE ENUMERA A MODO DE EJEMPLO Y SIN 
ÁNIMO DE EXHAUSTIVIDAD POTENCIALES 
ÁREAS DE RIESGO O CONDUCTAS 
SOSPECHOSAS 

Trata de seres humanos 177 bis.7  

En territorio español, sea desde España, en tránsito o con 
destino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o 
abusando de una situación de superioridad o de necesidad o 
de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, o 
mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para 
lograr el consentimiento de la persona que poseyera el control 
sobre la víctima, la captare, transportare, trasladare, acogiere, 
o recibiere, incluido el intercambio o transferencia de control 
sobre esas personas 

 

 

 

 

 

La imposición de trabajo o de servicios 
forzados, la esclavitud o prácticas similares 
a la esclavitud, a la servidumbre o a la 
mendicidad. 

 La explotación sexual, incluyendo la 
pornografía. 

 La explotación para realizar actividades 
delictivas. 

  

 

Descubrimiento y revelación 
de secretos y allanamiento 
informático 

197 
quinquies 

 

Apoderarse de papeles, cartas, mensajes de correo electrónico 
o cualesquiera otros documentos o efectos personales con el 
objeto de descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro. 

Acceso y tratamiento de ficheros y bases de 
datos que contienen información de 
carácter privado tanto de la entidad como 
de los empleados. 
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Interceptar telecomunicaciones o utilizar artificios técnicos de 
escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o 
de la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación con 
el objeto de descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de 
otro. 

 

Acceder por cualquier medio, sin estar autorizado, a datos 
reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen 
registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o 
telemático, o en cualquier otro tipo de archivo público o 
privado.  

 

Apoderarse, utilizar o modificar, sin autorización y en perjuicio 
de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de 
otro que se hallen registrados en ficheros o soportes 
informáticos, electrónicos o telemáticos o en cualquier otro tipo 
de archivo o registro público o privado. 

 

Alterar o utilizar, en perjuicio del titular de los datos o de un 
tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de 
otro que se hallen registrados en ficheros o soportes 
informáticos, electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro 

 

 

Tratamiento de la base de datos de 
empleados o de cualquier otra base de 
datos titularidad de ALVAC 

 

Monitorización de los equipos informáticos y 
el correo electrónico de los empleados  de 
ALVAC sin cumplir los requisitos legalmente 
exgibles. 
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tipo de archivo o registro público privado. 

 
Estafas 251 bis  

Engañar a otro induciéndole a realizar un acto de disposición 
en perjuicio propio o ajeno. 

Enajenar, gravar o arrendar atribuyéndose falsamente sobre 
una cosa o facultad de disposición de la que se carece, bien 
por no haberla tenido nunca, bien por ya haberla ejercitado 
antes. 

 

 

 

 

Procesos de fijación de precio en los 
contratos de Licencia o de cualquier otro 
tipo que suscriba ALVAC 

 

Cesión de derechos de imagen / derechos 
de propiedad intelectual o derechos de 
propiedad industrial sobre los que ALVAC no 
tiene poder de disposición. 

Disponer de una cosa ocultando existencia 
de cualquier carga sobre la misma. 

 

Habiéndose enajenado una cosa como 
libre, enajenarla o gravarla nuevamente 
antes de la definitiva transmisión al 
adquiriente. 

Otorgar en perjuicio de un tercero un 
contrato simulado. 

Insolvencias punibles 261bis Eludir el pago de deudas mediante la ocultación de bienes y 
derechos. 

Realizar cualquier acto de disposición patrimonial o generador 

Procesos de enajenación de activos 
propiedad de ALVAC para eludir el pago 
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de obligaciones que dilate, dificulte o impida la eficacia de un 
embargo o de un procedimiento ejecutivo iniciado o de 
previsible iniciación. 

 

Realizar, estando en situación concursal y sin la preceptiva 
autorización, actos de disposición patrimonial o generador de 
obligaciones destinadas a pagar a uno o varios acreedores, 
privilegiados o no, con proposición del resto. 

 

Causar o agravar de forma dolosa la situación de crisis 
económica que conlleve la declaración de concurso. 

 

Presentar datos falsos relativos al estado contable en un 
procedimiento concursal con el objetivo de lograr una 
indebida declaración de concurso. 

 

de obligaciones legales y deudas. 

 

 

 

Estando en estado de insolvencia realizar: (i) 
ocultar o destruir bienes incluidos en la masa 
concursal, (ii) realizar actos de disposición 
de dinero u otros activos, (iii) simular créditos 
de terceros, (iv) participar de negocios 
especulativos sin justificación, (v) Llevar 
doble contabilidad o cometer 
irregularidades en su llevanza, (vi) ocultar 
documentación. 

Realización de inversiones fraudulentas. 

Alzamiento de bienes 257 Eludir el pago de deudas mediante la ocultación de bienes y 
derechos. 

Realizar cualquier acto de disposición patrimonial o generador 
de obligaciones que dilate, dificulte o impida la eficacia de un 
embargo o de un procedimiento ejecutivo iniciado o de 
previsible iniciación. 

Realizar, estando en situación concursal y sin la preceptiva 
autorización, actos de disposición patrimonial o generador de 

 

 En un procedimiento de ejecución judicial 
o administrativo, presentar a la autoridad o 
funcionario encargados de la ejecución 
una relación de bienes o patrimonio 
incompleta o mendaz, y con ello dilate, 
dificulte o impida la satisfacción del 
acreedor. 
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obligaciones destinadas a pagar a uno o varios acreedores, 
privilegiados o no, con proposición del resto. 

 

Causar o agravar de forma dolosa la situación de crisis 
económica que conlleve la declaración de concurso. 

Presentar datos falsos relativos al estado contable en un 
procedimiento concursal con el objetivo de lograr una 
indebida declaración de concurso. 

 

 

La relación de bienes o patrimonio se 
considerará incompleta cuando el deudor 
ejecutado utilice o disfrute de bienes de 
titularidad de terceros y no aporte 
justificación suficiente del derecho que 
ampara dicho disfrute y de las condiciones 
a que está sujeto. 

 

Obstaculización de 
embargos y procedimientos 
ejecutivos 

257.2  

Enajenar u ocultar bienes antes de que los acreedores hayan 
entablado ningún procedimiento de ejecución contra ellos. 

 Enajenar u ocultar bienes, una vez que se haya entablado un 
procedimiento de ejecución por los acreedores. 

Enajenar u ocultar bienes, una vez pronunciada sentencia firme 
de ejecución contra ellos, o éstos estuvieran ya embargados o 
puestos bajo su custodia en depósito. 

 

 

Donaciones a terceros.  

Venta a bajo precio.  

Asunción de créditos ficticios. 

Dificultar o impedir la eficacia de un 
embargo o de un procedimiento ejecutivo 
o de apremio, judicial, extrajudicial o 
administrativo, iniciado o de previsible 
iniciación. 

Concurso de acreedores 
doloso Y Solicitud de 
concursos de acreedores 
fraudulentas 

260 El deudor que, encontrándose en una situación de insolvencia 
actual o inminente, favorezca a alguno de los acreedores 
realizando un acto de disposición patrimonial o generador de 
obligaciones destinado a pagar un crédito no exigible o a 
facilitarle una garantía a la que no tenía derecho, cuando se 

 

La llevanza de doble contabilidad  

La existencia de irregularidades relevantes 
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trate de una operación que carezca de justificación 
económica o empresarial. 

 

El deudor que, una vez admitida a trámite la solicitud de 
concurso, sin estar autorizado para ello ni judicialmente ni por 
los administradores concursales, y fuera de los casos permitidos 
por la ley, realice cualquier acto de disposición patrimonial o 
generador de obligaciones, destinado a pagar a uno o varios 
acreedores, privilegiados o no, con posposición del resto. 

 

 

 

para la comprensión de la situación 
patrimonial o financiera del concursado.  

  

La comisión de inexactitud grave en 
cualquiera de los documentos 
acompañados a la solicitud de declaración 
de concurso o presentados durante la 
tramitación del procedimiento. 

 

La presentación de documentos falsos. 

 

 El alzamiento por el deudor de la totalidad 
o parte de sus bienes en perjuicio de sus 
acreedores o por la realización de cualquier 
acto que retrase, dificulte o impida la 
eficacia de un embargo en cualquier clase 
de ejecución iniciada o de previsible 
iniciación. 

 

La realización, durante los dos años 
anteriores a la fecha de la declaración de 
concurso, de actos del deudor que 
hubiesen propiciado la salida fraudulenta 
de cualesquiera bienes o derechos de su 
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patrimonio. 

 

 La realización por el deudor, antes de la 
fecha de la declaración de concurso, de 
cualesquiera actos jurídicos dirigido a 
simular una situación patrimonial ficticia. 

 

 

Propiedad intelectual 270  

Reproducir, plagiar, distribuir o comunicar públicamente una 
obra literaria, artística o científica sin la autorización de los 
titulares de los correspondientes derechos de propiedad 
intelectual o sus cesionarios. 

 

Reproducir, imitar, modificar o usurpar un signo distintivo 
idéntico o confundible con un derecho de propiedad industrial 
registrado conforme a la legislación de marcas, para distinguir 
el mismo o similar producto, servicios, actividades o 
establecimientos para los que el derecho de Propiedad 
industrial se encuentre registrado. 

 

Fabricar, importar, poseer, utilizar, ofrecer o introducir en el 
comercio objetos amparados por tales derechos de Propiedad 

 

Uso e instalación en los terminales 
informáticos de ALVAC de software 
protegido por derechos de propiedad 
intelectual e industrial titularidad de un 
tercero sin la preceptiva licencia 

Cesión a un tercero de derechos de imagen 
/ propiedad intelectual o industrial sobre los 
que ALVAC no tiene poder de disposición. 

 

Uso y explotación inadecuada de derechos 
de explotación (propiedad intelectual e 
industrial sobre los que ALVAC no tiene 
derecho alguno). 
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industrial. 

 
Publicidad engañosa 282  

Los fabricantes o comerciantes que, en sus ofertas o publicidad 
de productos o servicios, hagan alegaciones falsas o 
manifiesten características inciertas sobre los mismos, de modo 
que puedan causar un perjuicio grave y manifiesto a los 
consumidores, sin perjuicio de la pena que corresponda aplicar 
por la comisión de otros delitos. 

 

La publicidad u oferta se debe hacer con 
falsedad, es decir, con alegaciones falsas o 
manifestación de características inciertas 
sobre tales productos o servicios. 

 

Falsedad burda, fácilmente perceptible por 
los consumidores en general o que implique 
una exageración de las bondades del 
producto, enteramente asimilable por esa 
misma generalidad de consumidores. 

 

 

Delitos relativos al mercado y 
los consumidores 

278 y 285  

El que, para descubrir un secreto de empresa se apoderare por 
cualquier medio de datos, documentos escritos o electrónicos, 
soportes informáticos u otros objetos que se refieran al mismo. 

Los que, revelaren o cedieren a terceros los secretos 
descubiertos. 

Quien de forma directa o indirecta o por persona interpuesta 

 

Apoderamiento o destrucción de soportes 
informáticos 

Uso de alguna información relevante para 
la cotización de cualquier clase de valores 
o instrumentos negociados en algún 
mercado organizado, oficial o reconocido 

Acceso reservado con ocasión del ejercicio 
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realizare actos de adquisición, transmisión o cesión de un 
instrumento financiero, o de cancelación o modificación de 
una orden relativa a un instrumento financiero, utilizando 
información privilegiada a la que hubiera tenido acceso 
reservado en los términos del apartado 4, o recomendare a un 
tercero el uso de dicha información privilegiada para alguno 
de esos actos, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a seis años, multa de dos a cinco años, o del tanto al 
triplo del beneficio obtenido o favorecido o de los perjuicios 
evitados si la cantidad resultante fuese más elevada, e 
inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión o 
actividad de dos a cinco años, siempre que concurra alguna 
de las siguientes circunstancias: 

a) que, como consecuencia de su conducta obtuviera, para sí 
o para tercero, un beneficio superior a quinientos mil euros o 
causara un perjuicio de idéntica cantidad; 

b) que el valor de los instrumentos financieros empleados fuera 
superior a dos millones de euros; 

c) que se causara un grave impacto en la integridad del 
mercado. 

 Se impondrá la pena en su mitad superior si concurriera alguna 
de las siguientes circunstancias: 

Que el sujeto se dedique de forma habitual a las anteriores 

de su actividad profesional o empresarial. 

 



   

56  

prácticas de operaciones con información privilegiada. 

 Que el beneficio obtenido, la pérdida evitada o el perjuicio 
causado sea de notoria importancia. 

A los efectos de este artículo, se entiende que tiene acceso 
reservado a la información privilegiada quien sea miembro de 
los órganos de administración, gestión o supervisión del emisor o 
del participante del mercado de derechos de emisión, quien 
participe en el capital del emisor o del participante del 
mercado de derechos de emisión, quien la conozca con 
ocasión del ejercicio de su actividad profesional o empresarial, 
o en el desempeño de sus funciones, y quien la obtenga a 
través de una actividad delictiva. 

 

 
Alteración de precios en 
concursos o subastas 
públicas 

262  

Los que solicitaren dádivas o promesas para no tomar parte en 
un concurso o subasta pública. 

 Los que intentaren alejar de ella a los postores por medio de 
amenazas, dádivas o promesas o cualquier otro artificio. 

Los que se concertaren entre sí con el fin de alterar el precio del 
remate. 

 

Los que fraudulentamente quebraren o abandonaren la 

 

Procedimiento para la venta de un bien 
perteneciente a un deudor, que ha sido 
embargado para el pago a sus acreedores, 
a través del cual se pretende determinar el 
comprador y el precio según el sistema de 
competencia entre varios posibles 
compradores, adjudicando el bien al que 
mayor precio ofrezca. 

El concierto para alterar el precio del 
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subasta habiendo obtenido la adjudicación. 

 

Dichas conductas, cometidas durante una subasta o concurso 
judicial o bien, una subasta o concurso que hubiese sido 
convocado por la Administración Pública, comprenderán la 
inhabilitación especial para licitar en subastas judiciales/ de 
entidades públicas respectivamente.  

remate y los que quiebran o abandonan 
fraudulentamente la subasta después de 
obtener la adjudicación. 

 

Subastilla o "segundas", la cual consistía en 
una puja entre subasteros tendente a 
determinar el precio máximo del objeto 
subastado. 

Uso de información 
privilegiada 

285 Quien de forma directa o por persona interpuesta usare de 
alguna información relevante para la cotización de cualquier 
clase de valores o instrumentos negociados en algún mercado 
organizado, oficial o reconocido, a la que haya tenido acceso 
reservado con ocasión del ejercicio de su actividad profesional 
o empresarial, o la suministrare obteniendo para sí o para un 
tercero un beneficio económico superior a 600.000 euros o 
causando un perjuicio de idéntica cantidad 

 

 

 

Maquinaciones para alterar 
los precios 

284 

Los que empleando violencia, amenaza, engaño o cualquier 
otro artificio, alterasen los precios que hubieren de resultar de la 
libre concurrencia de productos, mercancías, instrumentos 
financieros, contratos de contado sobre materias primas 
relacionadas con ellos, índices de referencia, servicios o 
cualesquiera otras cosas muebles o inmuebles que sean objeto 
de contratación. 

 

Los que por sí, de manera directa o indirecta o a través de un 
medio de comunicación, por medio de internet o mediante el 
uso de tecnologías de la información y la comunicación, o por 

Conductas delictivas que lesionen o 
pongan en peligro los intereses económicos 
de los consumidores relativos al 
desabastecimiento de materias primas y la 
facturación indebida y que afectan al libre 
mercado en cuanto a la alteración de 
precios. 

 

Detracción del mercado de materias primas 
o productos de primera necesidad con la 
intención de desabastecer un sector del 
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cualquier otro medio, difundieren noticias o rumores o 
transmitieren señales falsas o engañosas sobre personas o 
empresas, ofreciendo a sabiendas datos económicos total o 
parcialmente falsos con el fin de alterar o preservar el precio de 
cotización de un instrumento financiero o un contrato de 
contado sobre materias primas relacionado o de manipular el 
cálculo de un índice de referencia, cuando obtuvieran, para sí 
o para tercero, un beneficio, siempre que concurra alguna de 
las siguientes circunstancias: a) que dicho beneficio fuera 
superior a doscientos cincuenta mil euros o se causara un 
perjuicio de idéntica cantidad; b) que el importe de los fondos 
empleados fuera superior a dos millones de euros; c) que se 
causara un grave impacto en la integridad del mercado.  

Los que realizaren transacciones, transmitieren señales falsas o 
engañosas, o dieren órdenes de operación susceptibles de 
proporcionar indicios falsos o engañosos sobre la oferta, la 
demanda o el precio de un instrumento financiero, un contrato 
de contado sobre materias primas relacionado o índices de 
referencia, o se aseguraren, utilizando la misma información, 
por sí o en concierto con otros, una posición dominante en el 
mercado de dichos instrumentos o contratos con la finalidad 
de fijar sus precios en niveles anormales o artificiales, siempre 
que concurra alguna de las siguientes circunstancias: a) que 
como consecuencia de su conducta obtuvieran, para sí o para 
tercero, un beneficio superior a doscientos cincuenta mil euros 
o causara un perjuicio de idéntica cantidad; b) que el importe 
de los fondos empleados fuera superior a dos millones de euros; 
c) que se causara un grave impacto en la integridad del 
mercado. 

mismo, de forzar una alteración de precios, 
o de perjudicar gravemente a los 
consumidores. 

 

Intento de alterar los precios que habrían de 
resultar de la libre concurrencia de 
productos, mercancías, títulos valores, 
servicios o cualesquiera otras cosas muebles 
o inmuebles que sean objeto de 
contratación mediante la difusión de 
noticias falsas, empleo de violencia, 
amenaza o engaño o utilización de 
información privilegiada. 
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Se prevé una agravación específica para los supuestos en que 
el autor del hecho fuera trabajador o empleado de una 
empresa de servicios de inversión, una entidad de crédito, una 
autoridad supervisora o reguladora, o una entidad rectora de 
mercados regulados o centros de negociación. 

 

Revelación de información 
privilegiada 285bis 

Quien de forma directa o indirecta o por persona interpuesta 
realizare actos de adquisición, transmisión o cesión de un 
instrumento financiero, o de cancelación o modificación de 
una orden relativa a un instrumento financiero, utilizando 
información privilegiada a la que hubiera tenido acceso 
reservado en los términos del apartado 4, o recomendare a un 
tercero el uso de dicha información privilegiada para alguno 
de esos actos, siempre que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias: a) que, como consecuencia de su conducta 
obtuviera, para sí o para tercero, un beneficio superior a 
quinientos mil euros o causara un perjuicio de idéntica 
cantidad; b) que el valor de los instrumentos financieros 
empleados fuera superior a dos millones de euros; c) que se 
causara un grave impacto en la integridad del mercado. 

 Difusión, revelación o cesión de los datos 
reservados a terceros. 

 

Revelación de información de carácter 
concreto que se tenga exclusivamente por 
razón del oficio o cargo público y que no 
haya sido notificada, publicada o 
divulgada. 

Facilitación de programas o contraseñas 
para interceptar o acceder a un sistema de 
información 

Actos de proposición, 
conspiración y provocación 
para cometer los delitos 
previstos en los artículos 284 
a 285 bis 

 

285 quáter 

 

La provocación, la conspiración y la proposición para cometer 
maquinaciones para alterar los precios, abuso de información 
privilegia y revelación de información privilegiada. 

La provocación, la conspiración y la 
proposición para cometer conductas 
delictivas que lesionen o pongan en peligro 
los intereses económicos de los 
consumidores relativos al 
desabastecimiento de materias primas y la 
facturación indebida y que afecten al libre 
mercado en cuanto a la alteración de 
precios. 
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Corrupción privada 286 bis Quien por sí o por persona interpuesta prometa, ofrezca o 
conceda a directivos, administradores, empleados o 
colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, 
asociación, fundación u organización un beneficio o ventaja 
de cualquier naturaleza no justificados para que le favorezca a 
él a un tercero frente a otros, incumpliendo sus obligaciones en 
la adquisición o venta de mercancías o en la contratación de 
servicios profesionales. 

El directivo, administrador, empleado o colaborador de una 
empresa mercantil, o de una sociedad, asociación, fundación 
u organización que, por sí o por persona interpuesta, reciba, 
solicite o acepte un beneficio o ventaja de cualquier 
naturaleza no justificados con el fin de favorecer frente a 
terceros a quien le otorga o del que espera el beneficio o 
ventaja, incumpliendo sus obligaciones en la adquisición o 
venta de mercancías o en la contratación de servicios 
profesionales. 

 

Prometer, ofrecer o conceder por parte de 
ALVAC un beneficio o ventaja de cualquier 
naturaleza no justificada o ilegítima. 

Pago de una comisión al administrador de 
una empresa para obtener una ventaja 
ilegítima. 

Jefe de compras que contrata a un precio 
más elevado y en cantidades innecesarias 
para obtener un mayor monto de comisión 
de manos del proveedor. 

 

 

 

Delitos contra la Hacienda 
Pública y contra la Seguridad 
Social:  

 

 

 

 

(La 
aplicación 
de estos 
tipos 
delictivos 
a la 
persona 

 

 

 

El que por acción u omisión defraude a la Hacienda Pública 
estatal, autonómica, foral o local, eludiendo el pago de 
tributos, cantidades retenidas o que se hubieran debido retener 
o ingresos a cuenta de retribuciones en especie obteniendo 
indebidamente devoluciones o disfrutando beneficios fiscales 
de la misma forma, siempre que la cuantía de la cuota 
defraudada, el importe no ingresado de las retenciones o 

 

 

 

 

Eludir el pago de tributos estatales, 
autonómicos y locales por parte de ALVAC 

Eludir el pago de cantidades retenidas o 
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Defraudaciones tributarias 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

jurídica se 
produce 
por el 310 
bis) 

 

305 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ingresos a cuenta o de las devoluciones o beneficios fiscales 
indebidamente obtenidos o disfrutados exceda de 120.000 
euros. 

La cuantía defraudada se calculará según el período 
impositivo correspondiente/declaración, salvo que la 
defraudación haya sido cometida en el seno de una 
organización criminal, o por personas o entidades que actúen 
bajo la apariencia de una actividad económica real sin 
desarrollarla de forma efectiva, el delito será perseguible desde 
el mismo momento en que la cuantía exceda de 120.000 euros. 

En los demás supuestos, la cuantía se entenderá referida a 
cada uno de los distintos conceptos por los que un hecho 
imponible sea susceptible de liquidación. 

 

 

Se castigará el delito de la defraudación tributaria con la pena 
agravada (incluida la pérdida de derecho a obtener las 
subvenciones/beneficios/incentivos fiscales o de Seguridad 
Social) ante las siguientes circunstancias: cuando cuantía de la 
cuota defraudada exceda de 600.000 euros, la defraudación  
haya sido cometida en el seno de una organización o de un 
grupo criminal, cuando la utilización de personas físicas o 
jurídicas o entes sin personalidad jurídica interpuestos, negocios 
o instrumentos fiduciarios o paraísos fiscales o territorios de nula 
tributación oculte o dificulte la determinación de la identidad 
del obligado tributario o del responsable del delito, la 

que se hubieran debido retener. 

Obtener devoluciones indebidamente. 

Obtener beneficios fiscales indebidamente 
(bonificaciones, reducciones, deducciones, 
desgravaciones o exenciones). 

Presentar declaración fiscal o 
autoliquidación, cuando concurran 
circunstancias de hecho acreditativas de su 
irregularidad. 

 

 

 

 

Elusión del pago de los tributos cuando la 
cuantía sobrepase el umbral de 600.000 
euros. 

Comisión de la defraudación por parte de 
un grupo criminal. 

Comisión del delito por medio de una 
persona física o jurídica, que aprovechando 
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Delito de defraudación 
tributaria contra la Hacienda 
de la Unión Europea  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Delito de defraudación 
presupuestaria contra la 
Hacienda de la Unión 

 

305 bis 

 

 

 

 

 

 

 

 

305.3 

 

 

 

 

determinación de la cuantía defraudada o del patrimonio del 
obligado tributario o del responsable del delito. 

Quien cometa las conductas descritas anteriormente y quien 
eluda el pago de cualquier cantidad que deba ingresar o 
disfrute de manera indebida de un beneficio obtenido 
legalmente, cuando los hechos se cometan contra la 
Hacienda de la Unión Europea, siempre que la cuantía 
defraudada excediera de cien mil euros en el plazo de un año 
natural. No obstante lo anterior, en los casos en los que la 
defraudación se lleve a cabo en el seno de una organización o 
grupo criminal, o por personas o entidades que actúen bajo la 
apariencia de una actividad económica real sin desarrollarla 
de forma efectiva, el delito será perseguible desde el mismo 
momento en que se alcance la cantidad fijada en este 
apartado.  

 

Incurriese en la comisión de este delito quien por acción u 
omisión defraude a la Hacienda Pública de la Unión Europea, 
eludiendo el pago de tributos, cantidades retenidas o que se 
hubieran debido retener o ingresos a cuenta de retribuciones 
en especie obteniendo indebidamente devoluciones o 
disfrutando beneficios fiscales de la misma forma, siempre que 
la cuantía de la cuota defraudada, el importe no ingresado de 
las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones o 
beneficios fiscales indebidamente obtenidos o disfrutados 
exceda, cuando la cuantía objeto de defraudación exceda de 
50.000 euros. La comisión de este tipo delictivo concurre tanto 
cuando la cuantía defraudada supere 4.000 euros pero sin 

determinadas circunstancias fácticas, 
posteriormente dificulte el descubrimiento, 
persecución y la recuperación de la 
cuantía defraudada por la Hacienda 
Pública. 

Elusión del pago de los tributos siempre que 
la cuantía defraudada excediera de cien 
mil euros en el plazo de un año por parte de 
ALVAC, defraudando a la Hacienda Pública 
de la Unión Europea.  

 

 

 

 

 

Creación de apariencia de una actividad 
económica con la consecutiva elusión del 
pago de los impuestos, o la obtención de 
otra ventaja de índole económica, 
excediendo la cuantía defraudada 120.000 
euros. 
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Europea 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

306 

 

 

 

exceder 50.000 euros, como cuando la cuantía de 
defraudación esté por encima de 50.000 euros.  

 

En los casos en los que la defraudación se lleve a cabo en el 
seno de una organización o grupo criminal, o por personas o 
entidades que actúen bajo la apariencia de una actividad 
económica real sin desarrollarla de forma efectiva, el delito 
será perseguible desde el momento en el que la cuantía objeto 
de fraude exceda de 120.000 euros. 

 

 

 

Incurriese en la comisión de este delito el que por acción u 
omisión defraude a los presupuestos generales Hacienda 
Pública de la Unión Europea eludiendo, fuera de los casos 
contemplados en el apartado 3 del artículo 305, el pago de 
cantidades que se deban ingresar, dando a los fondos 
obtenidos una aplicación distinta de aquella a que estuvieren 
destinados u obteniendo indebidamente fondos falseando las 
condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que 
hubiesen impedido su disfrute.  

La comisión de este tipo delictivo concurre tanto cuando la 
cuantía defraudada supere 4.000 euros pero sin exceder 50.000 
euros, como cuando la cuantía de defraudación esté por 

 

 

Falsificación de las condiciones que 
permiten u ocultación de las que impiden el 
disfrute de los fondos procedentes de la 
Unión Europea.  

El uso irregular de los fondos procedentes 
de la Unión Europea.  
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Delito de defraudación 
contra la Seguridad Social  

 

 

 

 

 

 

 

307.1 y 2 

 

 

 

 

 

 

307 bis 

 

 

 

encima de 50.000 euros.  

 

El que, por acción u omisión, defraude a la Seguridad Social 
eludiendo el pago de las cuotas de ésta y conceptos de 
recaudación conjunta, obteniendo indebidamente 
devoluciones de las mismas o disfrutando de deducciones por 
cualquier concepto asimismo de forma indebida, siempre que 
la cuantía de las cuotas defraudadas o de las devoluciones o 
deducciones indebidas exceda de 50.000 euros  

 

 

Cuando la cuantía de la cuota defraudada exceda de 600.000 
euros;  la defraudación  haya sido cometida en el seno de una 
organización o de un grupo criminal;  cuando la utilización de 
personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad jurídica 
interpuestos, negocios o instrumentos fiduciarios o paraísos 
fiscales o territorios de nula tributación oculte o dificulte la 
determinación de la identidad del obligado tributario o del 
responsable del delito, la determinación de la cuantía 
defraudada o del patrimonio del obligado tributario o del 
responsable del delito. 

Obtención, para sí mismo o para otra persona, el disfrute de 
prestaciones del Sistema de la Seguridad Social, la 
prolongación indebida del mismo, o facilite a otros su 
obtención, por medio del error provocado mediante la 

 

 

Defraudación de las cuotas 
correspondientes a la Seguridad Social por 
parte de ALVAC cuando dicha cuantía 
exceda de 50.000 euros. 

 

 

 

 

Causar un perjuicio económico a la 
Seguridad Social que exceda 600.000 euros, 
cometa el mismo valiéndose de las 
estructuras de una organización criminal o 
bien obstaculizar a través de los medios a su 
alcance, la detección, investigación o 
persecución de las actividades delictivas 
que afecten a la Seguridad Social.  
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307 ter.1 y 
2 

simulación o tergiversación de hechos, o la ocultación 
consciente de hechos de los que tenía el deber de informar, 
causando con ello un perjuicio a la Administración Pública. 

La conducta puede no revestir especial gravedad, a la vista 
del importe defraudado, de los medios empleados y de las 
circunstancias personales del autor, o bien puede castigarse 
con una pena agravada ( incluida la pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones y del derecho a gozar de los 
beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social), 
cuando el valor de las prestaciones fuera superior a 50.000 
euros o hubiera concurrido cualquiera de las siguientes 
circunstancias: la comisión de defraudación en el seno de una 
organización o de un grupo criminal; la utilización de personas 
físicas o jurídicas o entes sin personalidad jurídica interpuestos, 
negocios o instrumentos fiduciarios o paraísos fiscales o 
territorios de nula tributación oculte o dificulte la determinación 
de la identidad del obligado frente a la Seguridad Social o del 
responsable del delito, la determinación de la cuantía 
defraudada o del patrimonio del obligado frente a la 
Seguridad Social o del responsable del delito. 

 

Procedimientos irregulares de alta y baja de 
los trabajadores en la Seguridad Social y en 
los pagos a la Seguridad Social de los 
empleados de ALVAC. 

 

Comisión del delito en el seno de una 
organización criminal o bien utilizando los 
medios a su alcance que obstaculicen la 
detección, persecución, investigación de la 
irregularidad cometida en perjuicio de la 
Seguridad Social.  

Fraude de 
subvenciones 

308.1,2,3,4 El que obtenga una subvención, desgravación o ayuda de las 
Administraciones públicas por un valor superior a 100.000 euros 
falseando las condiciones requeridas para su concesión u 
ocultando las que la hubiesen impedido. 

El que, en el desarrollo de una actividad subvencionada total o 
parcialmente con fondos de las Administraciones públicas, en 
una cantidad superior a 100.000 euros, incumpla las 
condiciones establecidas alterando sustancialmente los fines 

Derroche de caudales públicos. 

Obtener indebidamente devoluciones o 
disfrutar indebidamente de beneficios 
fiscales. 

Incumplir las condiciones con las que la 
subvención fuese concedida, frustrando o 
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para los que la subvención fue concedida. 

La cantidad defraudada se determinará en el plazo de 1 año 
natural, sin que el hecho de que los fondos procedan de varias 
entidades públicas impidiese su cálculo conjunto, cuando las 
subvenciones fueron destinadas a la misma actividad. 

 

 

alterando su fin.  

La utilización irregular de fondos 
procedentes de varias entidades públicas, 
omitiendo la finalidad para la que ALVAC 
recibió aquéllos.  

Delitos contables 310  Incumplimiento absoluto de la obligación legal de llevar la 
contabilidad mercantil, o la confección de contabilidades 
correspondientes a la misma actividad y ejercicio económico, 
que oculten o simulen el estado fáctico en el que se encuentra 
la empresa. 

Falta de anotación en los libros obligatorios, o anotación con 
cifras distintas a las verdaderas, de negocios, actos, 
operaciones o transacciones económicas con incidencias 
superior a 240.000 euros. 

Practica de anotaciones contables ficticias con incidencia 
superior a 240.000 euros. 

 

Omisión de la preparación y aprobación de 
las cuentas anuales de ALVAC. 

  

Llevar una contabilidad B en paralelo a la 
oficial. 

Manipulación de los datos contables para 
ocultar la situación real de la empresa. 

 
 

 

Sobre la ordenación del 
territorio y urbanismo 

 

319 

 

 

Los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a 
cabo obras de urbanización, construcción o edificación no 
autorizables en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes 
de dominio público o lugares que tengan legal o 
administrativamente reconocido su valor paisajístico, 

 

Urbanizar en suelo de especial protección o 
urbanizar en suelo no urbanizable. 
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 ecológico, artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos 
hayan sido considerados de especial protección. 

Los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a 
cabo obras de urbanización, construcción o edificación no 
autorizables en el suelo no urbanizable. 

 

En cualquier caso, los jueces o tribunales, motivadamente, 
podrán ordenar, a cargo del autor del hecho, la demolición de 
la obra y la reposición a su estado originario de la realidad 
física alterada, sin perjuicio de las indemnizaciones debidas a 
terceros de buena fe, y valorando las circunstancias, y oída la 
Administración. 

 

Capítulo III: De los delitos 
contra los recursos naturales 
y el medio ambiente 

 

 

 

 

Delitos contra los recursos 
naturales y el medio 

 

La 
aplicación 
a la 
persona 
jurídica se 
produce 
por el 328  

 

 

325 

 

 

 

Provocar o realizar emisiones, vertidos, radiaciones, 
extracciones, o excavaciones, aterramientos, ruidos, 
vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, el suelo, 
el subsuelo o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, 
incluido el alta mar, con incidencia incluso en los espacios 
transfronterizos, así como las captaciones de aguas que , por sí 
mismos o conjuntamente con otros,  puedan causar daños 
sustanciales a los elementos del ecosistema tales como aire, 
suelo, aguas, flora y fauna,  contraviniendo las leyes u otras 
disposiciones de carácter general protectoras del medio 

 

 

 

Realizar vertidos de residuos o emisiones a la 
atmósfera con perjuicio medioambiental. 

 

Toda actividad ilegal susceptible de alterar 
las condiciones del sistema natural, el 
estado de las plantas y de los animales, 
poniendo en peligro la sostenibilidad 
ambiental protegida por la norma 
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ambiente  

 

 

326.1 y 2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

326 bis 

ambiente.  

Cometer las conductas anteriormente descritas, creando un 
riesgo del perjuicio grave para el equilibrio de los sistemas 
naturales o para la salud de las personas. 

Recogida, el transporte, la valorización, la eliminación o el 
aprovechamiento de residuos, incluida la omisión de los 
deberes de vigilancia sobre tales procedimientos, poner en 
grave peligro la vida, integridad o la salud de las personas, o la 
calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o 
plantas. 

 

Trasladar una cantidad importante de residuos, tanto en el 
caso de uno como en el de varios traslados que aparezcan 
vinculados, contraviniendo normas de Derecho de la Unión 
Europea vigentes. 

 

Contraviniendo las leyes u otras disposiciones de carácter 
general, llevar a cabo la explotación de instalaciones en las 
que se realice una actividad peligrosa o en las que se 
almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos y que 
causen o puedan causar la muerte o lesiones graves a 
personas, o daños sustanciales a la calidad del aire, la calidad 
del suelo o la calidad de las aguas, o a animales o plantas, o 
puedan causar un perjuicio grave al equilibrio de los sistemas 

aplicable. 

 

La puesta en peligro de la salud de los 
empleados de ALVAC o de terceros, 
mediante la ejecución de las actividades 
antes descritas.  

 

 

 

 

 

 

El almacenamiento o la eliminación de 
residuos biológicos, material y equipo 
médico ignorando las normas 
administrativas aplicables. 

 

 

Realización irregular o peligrosa de traslados 
de residuos clínicos y afines (A4020), 
incluidos en el anexo V, Lista A, A4 
(RESIDUOS QUE PUEDAN CONTENER 
CONSTITUYENTES INORGÁNICOS U 
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327 

 

 

 

 

 

 

 

330 

 

 

naturales.  

 

Llevar a cabo la industria o actividad nociva para el medio 
ambiente o que potencialmente pueda poner en peligro el 
equilibrio de sistemas naturales  o la salud de las personas, sin 
obtener la preceptiva autorización o aprobación administrativa 
de las instalaciones destinadas a tal fin, continuar con la misma 
a pesar de una orden expresa de suspensión o corrección de la 
actividad, procedente de la autoridad administrativa 
correspondiente, ocultar o falsear la información sobre los 
aspectos ambientales de la actividad realizada, obstaculizar la 
actividad inspectora de la Administración, causar riesgo de 
deterioro irreversible o catastrófico para el medio ambiente, 
llevar a cabo una extracción ilegal de aguas en período de 
restricciones. 

 

 

Dañar elementos del espacio natural protegido que hayan 
servido para calificarlo.  

 

 

 

ORGÁNICOS), adjunto en el Reglamento 
(CE) núm.  1013/2006 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 
2006, relativo a los traslados de residuos, por 
parte de ALVAC.  

 

Establecimiento de depósitos o vertederos 
de desechos o residuos sólidos o líquidos 
que sean tóxicos o peligrosos y puedan 
perjudicar gravemente el equilibrio de los 
sistemas naturales o la salud de las 
personas. 

 

 

La generación, el almacenamiento y la 
eliminación de residuos biológicos, material 
y equipo médico sin poseer autorización 
administrativa o utilizando instalaciones no 
aprobadas a tal fin por parte de las 
autoridades administrativas.  

Ocultar la realidad sobre el nivel de 
peligrosidad medioambiental de las 
sustancias y del material con el que trata el 
personal de la empresa ante las 
autoridades pertinentes,  
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Delitos relativos a las 
radiaciones ionizantes 

 

 

 

343.1,2,3 

 

El que libere energía nuclear o elementos radiactivos que 
pongan en peligro la vida o la salud de las personas o sus 
bienes, aunque no se produzca explosión 

El que perturbe el funcionamiento de una instalación nuclear o 
radiactiva, o alterar el desarrollo de actividades en las que 
intervengan materiales o equipos productores de radiaciones 
ionizantes, creando una situación de grave peligro para la vida 
o la salud de las personas 

 

El que mediante el vertido, la emisión o la introducción en el 
aire, el suelo o las aguas de una cantidad de materiales o de 
radiaciones ionizantes, o la exposición por cualquier otro medio 
a dichas radiaciones ponga en peligro la vida, integridad, salud 
o bienes de una o varias personas 

 

Liberar elementos radiactivos que puedan 
poner en peligro la vida o la salud de las 
personas o sus bienes. 

Producir, además del riesgo prevenido, un 
resultado lesivo constitutivo de delito. 

 

 

Delitos contra la salud 
pública (tráfico de drogas) 

 

341 

 

El que, sin hallarse debidamente autorizado, elabore sustancias 
nocivas para la salud o productos químicos que puedan causar 
estragos, o los despache o suministre 

El que, hallándose autorizado para el tráfico de las sustancias o 
productos , los despache o suministre sin cumplir con las 
formalidades previstas en las Leyes y Reglamentos respectivos 

El que fabrique, importe, exporte, suministre, intermedie, 

 

 

 



   

71  

comercialice, ofrezca o ponga en el mercado, o almacene 
con estas finalidades, medicamentos, incluidos los de uso 
humano y veterinario, así como los medicamentos en 
investigación, que carezcan de la necesaria autorización 
exigida por la ley, o productos sanitarios que no dispongan de 
los documentos de conformidad exigidos por las disposiciones 
de carácter general, o que estuvieran deteriorados, 
caducados o incumplieran las exigencias técnicas relativas a su 
composición, estabilidad y eficacia, y con ello se genere un 
riesgo para la vida o la salud de las personas 

El que, con conocimiento de su falsificación o alteración, 
importe, exporte, anuncie o haga publicidad, ofrezca, exhiba, 
venda, facilite, expenda, despache, envase, suministre, 
incluyendo la intermediación, trafique, distribuya o ponga en el 
mercado, cualquiera de los medicamentos, sustancias activas, 
excipientes, productos sanitarios, accesorios, elementos o 
materiales a que se refiere el artículo anterior, y con ello genere 
un riesgo para la vida o la salud de las personas. 

Cohecho   

419 

 

Ofrecer o entregar dádiva o retribución de cualquier otra clase 
a una autoridad, funcionario público o persona que participe 
en el ejercicio de la función pública para que realice un acto 
contrario a los deberes inherentes a su cargo o un acto propio 
de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera 
practicar, o en consideración a su cargo o función. 

 

 

Solicitud de licencia, permiso o habilitación 
a la Administración Pública para el 
desarrollo de alguna actividad ajena a la 
propia de la empresa o cuya obtención 
esté fuera del alcance de ALVAC. 
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Atender la solicitud de entregar una retribución de un 
funcionario público, autoridad o persona que ejerce la función 
pública. 

La comisión de las actitudes descritas en el marco de un 
procedimiento de contratación, subvenciones o de subastas 
convocados por las Administraciones o cualquier otra entidad 
pública. 

 

 

  

Relaciones con agentes comerciales y 
terceros en el extranjero, sin someterse a 
control interno alguno. 

Relaciones con Administraciones Públicas, 
más allá de las de carácter profesional, en 
el marco de un procedimiento de licitación 
o ejecución de un contrato. 

Entrega o cesión de uso a funcionarios 
públicos de medios materiales (vehículos, 
ordenadores, dispositivos móviles), más allá 
de los exigidos en los pliegos contractuales 
administrativos. 

 
 

Tráfico de influencias 

 

429 a 430 

 

El funcionario público o autoridad que influyere en otro 
funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de 
las facultades de su cargo o de cualquier otra situación 
derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con 
otro funcionario o autoridad para conseguir una resolución que 
le pueda generar directa o indirectamente un beneficio 
económico para sí o para un tercero 

El particular que influyere en un funcionario público o autoridad 
prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación 
personal con éste o con otro funcionario público o autoridad 
para conseguir una resolución que le pueda generar directa o 

 

Agilizar, fuera de los supuestos admisibles, un 
expediente para la concesión de una 
licencia legal vulnerando con ello el 
principio de igualdad entre los 
administrados. 

Incidir sobre otra persona para que te 
quinten o aminoren una multa. Por ejemplo, 
que mediante la influencia personal se 
paralice un procedimiento sancionador 
administrativo para conseguir que, por el 
transcurso del tiempo, la sanción prescriba 
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indirectamente un beneficio económico para sí o para un 
tercero 

Los que, ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los 
dos artículos anteriores, solicitaren de terceros dádivas, 
presentes o cualquier otra remuneración, o aceptaren 
ofrecimiento o promesa 

 

 

 

 

(en este caso, tal y como exige el tipo 
penal, nos encontraríamos ante un 
beneficio económico indirecto para el 
influyente o un tercero que se ahorran el 
pago de la sanción). 

Prevalimiento de relación de amistad con 
un funcionario público para obtener una 
ventaja injusta en un procedimiento 
administrativo. 

 

 

Negativa a las actuaciones 
inspectoras 

 

 

294  

 

Los que, como administradores de hecho o de derecho de 
cualquier sociedad constituida o en formación, sometida o que 
actúe en mercados sujetos a supervisión administrativa, 
negaren o impidieran la actuación de las personas, órganos o 
entidades inspectoras o supervisoras 

 

 

 

 
 

Delitos contra los derechos 
de los trabajadores  

 

 

 

 

311 a 318 

 

 

Los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, 
impongan a los trabajadores a su servicio condiciones laborales 
o de Seguridad Social que perjudiquen, supriman o restrinjan los 
derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales, 
convenios colectivos o contrato individual. 

Quienes recluten personas o las determinen a abandonar su 

 

Permitir la gestión de los riesgos para la 
salud, higiene y seguridad en el trabajo sin 
sujetarse a los procedimientos de PRL fijados 
por ALVAC y su SPP y/o sin el control y 
supervisión del Departamento de Personal. 
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 puesto de trabajo ofreciendo empleo o condiciones de trabajo 
engañosas o falsas, y quienes empleen a súbditos extranjeros sin 
permiso de trabajo en condiciones que perjudiquen, supriman 
o restrinjan los derechos que tuviesen reconocidos por 
disposiciones legales, convenios colectivos o contrato 
individual. 

Determinar o favoreciere la emigración de alguna persona a 
otro país simulando contrato o colocación, o usando de otro 
engaño semejante. 

Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, 
público o privado, contra alguna persona por razón de su 
ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza 
o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, 
enfermedad o discapacidad, por ostentar la representación 
legal o sindical de los trabajadores, por el parentesco con otros 
trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las 
lenguas oficiales dentro del Estado español, y no restablezcan 
la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o 
sanción administrativa, reparando los daños económicos que 
se hayan derivado. 

Engaño o abuso de situación de necesidad, impidieren o 
limitaren el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de 
huelga. 

Infringir las normas de Prevención de Riesgos 
laborales: no facilitar los medios necesarios 
para que los trabajadores desempeñen su 
actividad con las medidas de seguridad e 
higiene adecuadas. 

Tolerar los procesos de establecimiento de 
nuevas condiciones de trabajo a los 
empleados, o la contratación laboral, fuera 
del marco de las leyes y los convenios 
aplicables o de la legítima negociación 
colectiva, sustrayéndose de la supervisión 
del Departamento de Personal y la 
Dirección de ALVAC. 
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Delito de Blanqueo de 
capitales 

 

302 

 

El que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, 
sabiendo que éstos tienen su origen en una actividad delictiva, 
cometida por él o por cualquiera tercera persona, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o 
para ayudar a la persona que haya participado en la 
infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales de 
sus actos,  

La ocultación o encubrimiento de la verdadera naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los 
bienes o propiedad de los mismos, a sabiendas de que 
proceden de alguno de los delitos expresados en el apartado 
anterior o de un acto de participación en ellos.  

Permitir la contratación con potenciales 
clientes anónimos. Imposibilidad de 
conocer o verificar datos ciertos de los 
clientes.  

Permitir la contratación con potenciales 
clientes que se niegan o resisten a facilitar 
información necesaria para conocer sus 
actividades o la información normal en una 
relación profesional o a la procedencia del 
dinero y la identidad del beneficiario 
efectivo o titular real.  

No interrumpir la relación comercial con 
aquéllos clientes que facilitan datos falsos o 
erróneos o información difícil de verificar por 
parte del profesional o se niegan o resisten 
a proporcionar la información, datos y 
documentos normalmente requeridos para 
permitir que se realice la operación.  

No verificar los datos de clientes que 
facilitan el mismo domicilio o número de 
teléfono que otro cliente, con quien no 
parecen tener relación.  
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Delito de financiación ilegal 
de los partidos políticos  

304 bis  

El que reciba donaciones o aportaciones destinadas a un 
partido político, federación, coalición o agrupación de 
electores con infracción de lo dispuesto en el artículo 5.Uno de 
la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los 
partidos políticos 

El que participe en estructuras u organizaciones, cualquiera 
que sea su naturaleza, cuya finalidad sea la financiación de 
partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de 
electores, al margen de lo establecido en la ley. 

 

Recibir donaciones o aportaciones 
destinadas a un partido político, federación, 
coalición o agrupación de electores por sí o 
por persona interpuesta, fuera de los 
supuestos permitidos por la ley. 

 

Delitos de terrorismo 573 - 580 

 

Se considerará delito de terrorismo la comisión de cualquier 
delito grave contra la vida o la integridad física, la libertad, la 
integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, el 
patrimonio, los recursos naturales o el medio ambiente, la salud 
pública, de riesgo catastrófico, incendio, de falsedad 
documental, contra la Corona, de atentado y tenencia, tráfico 
y depósito de armas, municiones o explosivos, previstos en el 
presente Código, y el apoderamiento de aeronaves, buques u 
otros medios de transporte colectivo o de mercancías, cuando 
se llevaran a cabo con cualquiera de las siguientes finalidades:  

 Subvertir el orden constitucional, o suprimir o desestabilizar 
gravemente el funcionamiento de las instituciones políticas o 
de las estructuras económicas o sociales del Estado, u obligar a 

  

Tenencia o depósito de sustancias o 
aparatos explosivos, inflamables, 
incendiarios o asfixiantes, o de sus 
componentes, así como su fabricación, 
tráfico, transporte o suministro de cualquier 
forma, y la mera colocación o empleo de 
tales sustancias o de los medios o artificios 
adecuados, fuera de los supuestos 
legalmente admitidos y omitiendo las 
medidas de control establecidas para ello. 
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los poderes públicos a realizar un acto o a abstenerse de 
hacerlo.  

Alterar gravemente la paz pública. 3. ª Desestabilizar 
gravemente el funcionamiento de una organización 
internacional. 4. ª Provocar un estado de terror en la población 
o en una parte de ella.  

Se considerarán igualmente delitos de terrorismo los delitos 
informáticos tipificados en los artículos 197 bis y 197 ter y 264 a 
264 quater cuando los hechos se cometan con alguna de las 
finalidades a las que se refiere el apartado anterior.  

Asimismo, tendrán la consideración de delitos de terrorismo el 
resto de los delitos tipificados en este Capítulo: 

 

- Delito de terrorismo propiamente dicho 

- Tenencia o depósito de armas con fines terroristas 

- Preparación para incorporarse a una organización o grupo 
terrorista 

- Colaboración en actividades terroristas. En este caso, también 
está prevista la comisión por imprudencia grave. 

- Exaltación del terrorismo. 
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Delito de malversación 432 a 435 

 

Aquellas personas jurídicas que por cualquier motivo gestionen 
recursos públicos o de cualquier otro modo estén encargados 
del erario público pueden ser responsables por los delitos de 
malversación que se cometan en su seno. 

Se distingue la malversación propia, cuando recae sobre 
patrimonio público cometida por funcionario público, dentro 
de la cual están las conductas de administración desleal y de 
apropiación indebida y la malversación impropia, cuando el 
sujeto activo no tiene aquella cualificación personal o no se 
trata de patrimonio público. 

 La autoridad o funcionario público que, con ánimo de lucro, se 
apropiare o consintiere que un tercero, con igual ánimo, se 
apropie del patrimonio público que tenga a su cargo por razón 
de sus funciones o con ocasión de las mismas, será castigado 
con una pena de prisión de dos a seis años, inhabilitación 
especial para cargo o empleo público y para el ejercicio del 
derecho de sufragio pasivo por tiempo de seis a diez años. 

a) se hubiera causado un daño o entorpecimiento graves al 

servicio público, 

b) el valor del perjuicio causado o del patrimonio público 
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apropiado excediere de 50.000 euros, 

c) las cosas malversadas fueran de valor artístico, histórico, 

cultural o científico; o si se tratare de efectos destinados a 

aliviar alguna calamidad pública. 
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Falsedad en medios de pago 399 bis 

 

1. El que altere, copie, reproduzca o de cualquier otro modo 
falsifique tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje. 

2. La tenencia de tarjetas de crédito o débito o cheques de 
viaje falsificados destinados a la distribución o tráfico. 

 3. El que sin haber intervenido en la falsificación usare, en 
perjuicio de otro y a sabiendas de la falsedad, tarjetas de 
crédito o débito o cheques de viaje falsificados. 

 

 

 

 

Delito de falsificación de 
moneda 

386 y 387 

1. º El que altere la moneda o fabrique moneda falsa.  

2. º El que exporte moneda falsa o alterada o la importe a 
España o a cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea.  

3. º El que transporte, expenda o distribuya moneda falsa o 
alterada con conocimiento de su falsedad. 

Se entiende por moneda la metálica y el papel moneda de 
curso legal y aquella que no ha sido todavía emitida o puesta 
en circulación oficialmente pero que está destinada a su 
circulación como moneda de curso legal. Se equipararán a la 
moneda nacional las de otros países de la Unión Europea y las 
extranjeras 
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Delitos relativos a la 
prostitución y a la 
explotación sexual y 
corrupción de menores 

189 bis y 
189 ter 

La distribución o difusión pública a través de Internet, del 
teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de 
la comunicación de contenidos específicamente destinados a 
promover, fomentar o incitar a la comisión de los delitos 
previstos en este capítulo y en los capítulos II bis y IV del 
presente título será castigada con la pena de multa de seis a 
doce meses o pena de prisión de uno a tres años. 

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las 
medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los que 
se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios 
que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el 
bloqueo de unos y otros cuando radiquen en el extranjero.» 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis 
una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes 
penas: 

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el 
delito cometido por la persona física tiene prevista una pena 
de prisión de más de cinco años. 

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el 
delito cometido por la persona física tiene prevista una pena 
de prisión de más de dos años no incluida en el anterior inciso. 

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto 
de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, las 
autoridades judiciales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Llevar a cabo la distribución o difusión 
pública a través de Internet, del teléfono o 
de cualquier otra tecnología de la 
información o de la comunicación de 
contenidos específicamente destinados a 
promover, fomentar o incitar a la comisión 
de delitos relativos a la prostitución, a la 
explotación sexual y a la corrupción de 
menores, los delitos de exhibicionismo y 
provocación sexual o los delitos de abusos y 
agresiones sexuales a los menores de 
dieciséis años, en nombre o por cuenta de 
la empresa y en su beneficio, directo o 
indirecto, por cualquier miembro de la 
corporación, independientemente de su 
posición o puesto.  

 
Que los hechos expuestos en el párrafo 
anterior se cometan en el ejercicio de la 
actividad social, por cualquier miembro de 
la corporación, en beneficio directo o 
indirecto de esta última, y que dichos delitos 
hayan podido cometerse por deficiencias o 
inexistencia de los métodos de control y de 
supervisión establecidos en el seno de la 
empresa. 
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Delitos contra la salud 
pública 

361 bis y 
366 

La distribución o difusión pública a través de Internet, del 
teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de 
la comunicación de contenidos específicamente destinados a 
promover o facilitar, entre personas menores de edad o 
personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección, el consumo de productos, preparados o sustancias 
o la utilización de técnicas de ingestión o eliminación de 
productos alimenticios cuyo uso sea susceptible de generar 
riesgo para la salud de las personas será castigado con la pena 
de multa de seis a doce meses o pena de prisión de uno a tres 
años. 

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las 
medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los que 
se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios 
que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el 
bloqueo de unos y otros cuando radiquen en el extranjero. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis 
una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en los artículos anteriores de este Capítulo, se le impondrá una 
pena de multa de uno a tres años, o del doble al quíntuplo del 
valor de las sustancias y productos a que se refieren los artículos 
359 y siguientes, o del beneficio que se hubiera obtenido o 
podido obtener, aplicándose la cantidad que resulte más 
elevada. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces 
y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en 
las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

Llevar a cabo la distribución o difusión 
pública a través de Internet, del teléfono o 
de cualquier otra tecnología de la 
información o de la comunicación de 
contenidos específicamente destinados a 
promover o facilitar, entre personas 
menores de edad o personas con 
discapacidad necesitadas de especial 
protección, el consumo de productos, 
preparados o sustancias o la utilización de 
técnicas de ingestión o eliminación de 
productos alimenticios cuyo uso sea 
susceptible de generar riesgo para la salud 
en nombre o por cuenta de la empresa y 
en su beneficio, directo o indirecto, por 
cualquier miembro de la corporación, 
independientemente de su posición o 
puesto.  

 
Que los hechos expuestos en el párrafo 
anterior se constituyan en el ejercicio de la 
actividad social, por cualquier miembro de 
la corporación, en beneficio directo o 
indirecto de esta última, y que dichos delitos 
hayan podido cometerse por deficiencias o 
inexistencia de los métodos de control y de 
supervisión establecidos en el seno de la 
empresa. 
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Delito de acoso laboral 

(Delitos contra la integridad 
moral) 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

173 

1. El que infligiera a otra persona un trato degradante, 
menoscabando gravemente su integridad moral, será 
castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años. 

Con la misma pena serán castigados los que, en el ámbito de 
cualquier relación laboral o funcionarial y prevaliéndose de su 
relación de superioridad, realicen contra otro de forma 
reiterada actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir 
trato degradante, supongan grave acoso contra la víctima. 

 

Llevar a cabo cualquier acto o conducta 
que implique una agresión física por parte 
del empleador o de uno o más 
trabajadores, hacia otro u otros 
dependientes o que sea contraria al 
derecho que les asiste a estos últimos, así 
como las molestias o burlas insistentes en su 
contra, además de la incitación a hacer 
algo, siempre que todas dichas conductas 
se practiquen de forma reiterada, 
cualquiera sea el medio por el cual se 
someta a los afectados a tales agresiones u 
hostigamientos y siempre que de ello resulte 
mengua o descrédito en su honra o fama, o 
atenten contra su dignidad, ocasionen 
malos tratos de palabra u obra, o bien, se 
traduzcan en una amenaza o perjuicio de 
la situación laboral u oportunidades de 
empleo de dichos afectados. 
  
Que las conductas mencionadas en el 
párrafo anterior se constituyan en el 
ejercicio de la actividad social, por 
cualquier miembro de la corporación, y que 
dichos delitos hayan podido cometerse por 
deficiencias o inexistencia de los métodos 
de control y de supervisión establecidos en 
el seno de la empresa. 

 
 
 
 

 
 
 
 

 

1. El que solicitare favores de naturaleza sexual, para sí o para 
un tercero, en el ámbito de una relación laboral, docente o de 
prestación de servicios, continuada o habitual, y con tal 

 
 
Llevar a cabo cualquier conducta 
considerada como acoso sexual según lo 
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Delito de acoso sexual 
laboral 

 
 
 
 
 
 
 
184 

comportamiento provocare a la víctima una situación objetiva 
y gravemente intimidatoria, hostil o humillante, será castigado, 
como autor de acoso sexual, con la pena de prisión de tres a 
cinco meses o multa de seis a 10 meses. 

2. Si el culpable de acoso sexual hubiera cometido el hecho 
prevaliéndose de una situación de superioridad laboral, 
docente o jerárquica, o con el anuncio expreso o tácito de 
causar a la víctima un mal relacionado con las legítimas 
expectativas que aquélla pueda tener en el ámbito de la 
indicada relación, la pena será de prisión de cinco a siete 
meses o multa de 10 a 14 meses. 

3. Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón 
de su edad, enfermedad o situación, la pena será de prisión de 
cinco a siete meses o multa de 10 a 14 meses en los supuestos 
previstos en el apartado 1, y de prisión de seis meses a un año 
en los supuestos previstos en el apartado 2 de este artículo. 

 

indicado en el Código Penal, solicitar 
favores sexuales como condicionantes del 
empleo, el envío de material sexual 
ofensivo, proceder al contacto físico no 
deseado con la víctima, presionar para que 
la víctima acepte tener relaciones sexuales, 
preguntar constantemente sobre la vida 
sexual de una persona, comentar 
abiertamente acerca del aspecto físico, 
condición u orientación sexual, difundir 
rumores, sean verdaderos o falsos, acerca 
de la vida sexual de otra persona, utilizar y 
exponer contenidos de carácter sexual o 
pornográfico… y que dichas conductas se 
constituyan en el ejercicio de la actividad 
social, por cualquier miembro de la 
corporación, y que los delitos mencionados 
hayan podido cometerse por deficiencias o 
inexistencia de los métodos de control y de 
supervisión establecidos  en el seno de la 
empresa. 
 

 
 
 



   

85  

 
  

 

 

PARTE III: ESTRUCTURA GENERAL DE 
ALVAC 
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1. ESTRUCTURA DE LA EMPRESA 
 

1.1 Presentación de ALVAC 
 

           ALVAC es una empresa de capital independiente, cuyo negocio está centrado 
en la ejecución, reparación y conservación de obras públicas y otros servicios para 
clientes públicos y privados. Su fundación se remonta a 1.985 en la ciudad de Segovia, 
donde se mantiene su Sede Social. 
 
           En la actualidad ALVAC tiene un volumen de negocio cercano a los 60 millones 
de euros y su actividad principal es la conservación integral de carreteras, sector en el 
que es una de las principales empresas especializadas en España. 
 
          La política de ALVAC es la aplicación de la tecnología constructiva más 
avanzada, el exigente control de calidad aplicado en todos los procesos, una 
permanente atención a la mejora de la gestión medioambiental y el seguimiento 
continuo de la seguridad en las obras y servicios que presta. ALVAC constituye un 
referente español no cotizado en el sector de la Conservación de Carreteras. Con más 
de 30 años de experiencia, ALVAC es una empresa diversificada que centra su 
actividad en las áreas de Concesiones, Conservación, Obra Civil, Obra Industrial, 
Edificación, Medio Ambiente, otros Servicios y Gestión de instalaciones deportivas. 
También tiene un importante departamento de estudios técnicos y consulting de 
ingeniería. 
 
          El Centro Corporativo de ALVAC está ubicado en Madrid.  Es aquí donde se 
encuentran los servicios comunes y la Dirección General de la compañía y donde se 
coordinan los departamentos y delegaciones territoriales con el equipo de Delegados, 
quienes forman, junto con el Director General y el Director de Producción, el Comité 
de Dirección de la compañía, órgano que decide prioridades y toma decisiones 
operativas, siempre en contacto con los Responsables de los distintos servicios y obras 
en ejecución. 
 
          Estos datos son el resultado de un trabajo constante, basado en los valores con 
los que las personas de ALVAC se identifican y llevan a la práctica día a 
día. ALVAC promueve el desarrollo de las personas, impulsa nuevas iniciativas y 
desarrolla cada una de sus áreas de actividad con criterios de sostenibilidad y respeto 
del medio ambiente. 
 
           La Dirección de la empresa ALVAC cree en la extrema importancia del factor 
humano dentro de todos los procesos de actividad. Es la estrecha relación humana 
uno de las claves de nuestro éxito, elevando los niveles de eficiencia interna y externa 
cada día y creando sinergias que puedan mantener nuestra alta competitividad. 
  

1.2 Certificaciones de políticas implantadas en la empresa 
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En virtud de los principios antes expuestos, la empresa tiene implantadas las 

siguientes políticas, auditadas y certificadas por AENOR: 
 
 

• Política del Sistema Integrado de Gestión que incluye sus principios de gestión 
de la calidad, el medio ambiente, la seguridad y salud en el trabajo, y la 
investigación, desarrollo e innovación (I+D+i), con el fin de alcanzar un alto 
nivel de calidad en todas sus actividades, protegiendo el medio ambiente, 
proporcionando condiciones de trabajo seguras y saludables, y preservando la 
seguridad y salud de los trabajadores y de cuantos se integran o colaboran 
con la organización (ISO 9001; ISO 14001; y OHSAS 18001 respectivamente). 

• Política del Sistema de gestión de la Energía que garantiza que los proyectos 
que le encomiendan sus clientes consigan íntegramente los resultados que se 
esperan, que cumplan de forma satisfactoria todos los requisitos legales y que 
se ejecuten con la mayor eficacia posible con criterios de eficiencia 
energética (UNE-EN ISO 50001).  
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1.3 Organigrama de la empresa 
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1. ACTIVIDADES DE RIESGO DE ALVAC 
 

1.1 ALVAC realiza distintas actividades en cuyo ejercicio pueden producirse 
situaciones de riesgo que den lugar a la comisión de alguno de los Delitos 
Relevantes. 
 

 
1.2 La institución realiza sus actividades en los siguientes sectores: 

 
• Concesiones 

• Conservación de infraestructuras 

• Medio Ambiente 

• Obra Civil 

• Servicios de Limpieza y Jardinería 

• Deporte 

• Mantenimiento de Edificios e Instalaciones 

• Edificación 

 

1.3 ALVAC ha identificado las actividades propias de su negocio que se 
señalan más adelante en las que, desde un punto de vista abstracto 
puede llegar a cometerse alguno de los Delitos Relevantes y que, por 
lo tanto, deben calificarse como actividades de riesgo objeto de 
supervisión por el Comité de Cumplimiento. 

   

  

http://www.alvac.es/divisiones/concesiones
http://www.alvac.es/divisiones/conservacion
http://www.alvac.es/divisiones/medio-ambiente
http://www.alvac.es/divisiones/obra-civil
http://www.alvac.es/divisiones/servicios
http://www.alvac.es/divisiones/deporte
http://www.alvac.es/divisiones/industrial
http://www.alvac.es/divisiones/edificacion
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2. DELITOS Y POLÍTICAS DE ACTUACIÓN 
 

2.1 A continuación se adjunta un cuadro que recoge: 
 

(i) El delito sometido a la evaluación de riesgos; 
 

(ii) Las conductas delictivas más comunes referentes a ese tipo; 
 

(iii) Las posibles actividades de riesgo;  
 

(iv) Los procedimientos a seguir o las políticas de actuación a adoptar 
clasificadas en función de cada uno de los Delitos relevantes. 

 

2.2 A su vez, se recoge en el presente Manual: 
 

a. El Mapa de Riesgos de la compañía realizado tras las 
entrevistas y cuestionarios formulados a empleados de 
ALVAC; 

 
b. Clasificación de los riesgos y análisis de delitos; 

 
c. Cuadro explicativo de los Delitos Relevantes y los Delitos 

No relevantes y penas asociadas a los mismos;  

 
d. Cuadro explicativo del resto de delitos. 

 

2.3 Leyenda 
 

En relación con el Delito Relevante, no se incluye el/los artículos del CP 
referentes a dicho tipo, tan solo la referencia y el número del mismo. Las 
conductas de actuación más comunes han sido calificadas tanto por el propio 
conocimiento interno de la empresa como por diversos asesoramientos 
externos realizados a lo largo del proceso de realización del Manual. 
 

Las actividades de riesgo son aquellas conductas propias de la 
actividad de la empresa en cuyo ejercicio puede producirse la comisión de un 
delito. La clasificación de una actividad como “de riesgo” no supone que sea 
ilícita o delictiva, sino que es una actividad en la que, si no se toman las 
debidas precauciones, pueden producirse situaciones que puedan generar 
conflictos con implicaciones penales. 
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Las políticas de actuación son los protocolos o procedimientos a seguir 
establecidos por ALVAC S.A con el objetivo de evitar la comisión de conductas 
delictivas en el ejercicio de las actividades de riesgo. 
 

Además de las medidas y controles generales descritos anteriormente 
para prevenir los delitos identificados en el Mapa de Riesgos elaborado, 
ALVAC, cuenta con controles específicos que refuerzan la prevención de 
dichos delitos. Ello, no obstante, siendo consciente de la dificultad que supone 
implementar controles infalibles o inquebrantables en toda organización social 
o empresarial. 

 
A continuación, se enumera, de forma separada por cada uno de los 

concretos delitos a los que ALVAC S.A está teóricamente expuesta por razón 
de su actividad real (todos ellos se encuentran descritos en el Mapa de Riesgos 
anteriormente referido), la relación de las medidas y controles específicos para 
prevenir la comisión de dichos delitos. 
 

En este sentido, en caso de que el presente Protocolo deba ser 
aportado por ALVAC S.A en un eventual procedimiento judicial para demostrar 
que la Entidad tenía implementadas en su organización y antes de la comisión 
del hecho delictivo, un completo Modelo de Cumplimiento Normativo y de 
Prevención de Delitos adaptado al tamaño y tipo de actividades desarrolladas 
por ALVAC S.A, se aportará el presente documento junto con las políticas de 
actuación relacionadas con el delito o delitos sobre los que verse el 
procedimiento judicial.  
 

3. TIPOS DELICTIVOS CONCRETOS: 
 

Se analizarán a continuación, dentro de todos los tipos delictivos que 
forman parte de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, aquellos 
que podrían cometerse de forma plausible, teniendo en cuenta la entidad de 
la empresa y el ámbito de actuación real de ALVAC en el mercado. 

 

3.1. DELITOS CONTRA LA SALUD PÚBLICA 
 

 Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC S.A para prevenir la comisión de este 
delito. 

 
 3.1.1 Cumplimiento del código ético de ALVAC 

Cumplimiento del código de comportamiento de ALVAC, con la 
previsión de aplicar el régimen sancionador correspondiente en caso contrario. 
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 3.1.2. Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo 

 Un auditor externo realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 
de ALVAC. 

 

3.2. ESTAFAS 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC S.A para prevenir la comisión de este 
delito. 
 
3.2.1 Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo 

 
Un auditor externo realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 

de ALVAC. 
 
3.2.2 Revisión aleatoria por la entidad rectora de alguno de los contratos 

más significativos existentes en colaboración con la asesoría jurídica.  
 

3.2.3 Control sobre el cumplimiento de obligaciones contractuales. 
 
El Comité de Dirección supervisa el cumplimiento de los contratos 

suscritos por ALVAC S.A, al objeto de hacer seguimiento de los mismos, y 
garantizar que ALVAC S.A cumple con las obligaciones contractualmente 
asumidas.   
 
3.2.4 Autorización de la suscripción de contratos. 

 
De forma previa a la suscripción de cualquier contrato, el Director 

General o el Director de Producción, elevan al comité de contratación, que se 
reúne periódicamente, un informe en el que se detallan todos los contratos más 
relevantes que están en trámite de licitación o adjudicación, al objeto de que 
dicho Comité autorice la licitación de la empresa para el referido contrato. 
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3.3. INSOLVENCIAS PUNIBLES 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC S.A para prevenir la comisión de este 
delito. 
 
 
3.3.1   Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo. 
 

Un auditor externo realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 
de ALVAC. 

 

3.4. BLANQUEO DE CAPITALES 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC para prevenir la comisión de este delito. 
 
3.4.1 Cumplimiento del código ético de ALVAC 

Cumplimiento del código de comportamiento de ALVAC, con la 
previsión de aplicar el régimen sancionador correspondiente en caso contrario. 

 
3.4.2 Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo. 

Un auditor externo, realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 
de ALVAC 

 
 
 

3.5. DAÑOS INFORMÁTICOS. 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Protocolo, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC S.A para prevenir la comisión de este 
delito. 

 
3.5.1 Control de accesos a datos personales en las bases de datos que 

contienen datos de carácter personal de nivel alto. El resto de accesos 
son controlados mediante la introducción de la contraseña de usuario 
creada para cada empleado que por causa de su trabajo debe tener 
acceso a información y que recoge fecha y hora de entrada y salida 
del sistema del mencionado usuario. 
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ALVAC ha desarrollado e implantado la “Normativa de uso de 

herramientas informáticas para empleados”, cuyo objeto es dar cumplimiento 
a lo establecido por el Reglamento de Desarrollo de la Ley Orgánica de 
Protección de Datos. 

 
El mencionado documento establece que los usuarios reciben sus 

derechos de acceso siguiendo la política de mínimo privilegio. Es decir, 
únicamente tienen acceso a aquellos datos y recursos informáticos que 
precisan para el desarrollo de sus funciones. Con tal fin, las aplicaciones 
disponen de diferentes perfiles de usuarios que garantizan la implantación de 
esta política. 

 
También establece el documento la prohibición de extraer datos de los 

sistemas, ya sea mediante medios electrónicos o impresión de los mismos. 
 
3.5.2   Nombramiento de un Responsable de Seguridad Informática. 

 
En la “Normativa de uso de herramientas informáticas para empleados” 

se define al Responsable de Tratamiento de Datos como la persona designada 
para coordinar y controlar las medidas de seguridad aplicables a ficheros 
automatizados y no automatizados. 

 
El máximo responsable del Departamento informático de la empresa 

está definido como “Administrador de sistemas” como la persona designada 
para coordinar y controlar las medidas de seguridad aplicables a ficheros 
automatizados y no automatizados. 

 
 

3.5.3  Registro de acceso a ficheros no autorizados. 
 
En el fichero de protección de datos se describe la existencia de un 

registro de accesos, para las bases de datos de sql server y archivos físicos que 
contienen datos de carácter personal, que recoge la siguiente información: 
identificación del usuario, la fecha y hora en que se realizó el acceso, el fichero 
accedido y si fue autorizado o denegado. 

 

3.6. DELITOS CONTRA LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC para prevenir la comisión de este delito. 
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3.6.1 Programa de formación específica relativa a las actividades y puestos de 
trabajo de la empresa. 

ALVAC cuenta con un programa de formación específica relativa a 
las actividades y puestos de trabajo de la empresa, integrado en su sistema de 
calidad, que ha sido auditado y certificado por AENOR con el sello OHSAS 
18001. 

3.6.2 Política en materia de Prevención de Riesgos Laborales. 

ALVAC tiene establecida una Política de Prevención de Riesgos 
Laborales, a través de la cual asume el compromiso de implantar y desarrollar 
un sistema de prevención de riesgos laborales que se integrará en el conjunto 
de sus actividades y decisiones, tanto en los procesos técnicos como en la 
organización del trabajo y las condiciones en que éste se desarrolle, incluyendo 
todos los niveles jerárquicos de la empresa. Esta política se supervisa de forma 
continua por parte del Servicio de Prevención Propio de ALVAC con la 
colaboración de todos los responsables de los centros de trabajo, delegados 
de prevención, recursos preventivos y toda la plantilla en general. 

Asimismo, más allá de las auditorías externas exigidas legalmente, 
ALVAC dispone de un sistema de gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo 
conforme con la especificación OHSAS 18001, que también es auditado y 
revisado periódicamente. 

3.6.3 Protocolo de Actuación en caso de emergencia. 

El plan de prevención de riesgos laborales establece las medidas de 
actuación en caso de emergencia, habiéndose implantado un procedimiento 
denominado “PREPARACIÓN Y RESPUESTA ANTE EMERGENCIAS”, información 
que es a su vez facilitada a los trabajadores al inicio de la relación laboral y que 
prevé la realización periódica de simulacros de emergencia en todos los 
centros de ALVAC, que quedan documentados en los correspondientes 
informes suscritos por los responsables preventivos de cada centro. 

3.6.4 Nombramiento de un responsable en materia de riesgos laborales o de un 
Comité de Seguridad y Delegados de Prevención. 

Se ha nombrado a un responsable del Servicio de Prevención Propio. 
Esta persona es la responsable máxima de la prevención de riesgos laborales 
en ALVAC. Sus funciones y responsabilidades quedan recogidas en el Capítulo 
III, artículos 14 y 15 de la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales. 

• Definir y establecer la política de prevención de riesgos laborales de la 
empresa. 
 

• Aprobar el contenido del Plan de prevención y determinar los objetivos y 
metas a alcanzar. 
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• Definir las funciones y responsabilidades en materia preventiva de cada 
nivel jerárquico. 

• Proporcionar los recursos humanos y medios materiales necesarios para la 
correcta gestión de la prevención de riesgos laborales en la empresa. 

• Aprobar la planificación de la actividad preventiva de la empresa y la 
programación anual, donde se especifican las acciones preventivas a 
desarrollar. 

• Favorecer y fomentar la consulta y participación de los trabajadores en las 
diferentes actuaciones preventivas que se desarrollen en la empresa. 

• Garantizar la coordinación de actividades empresariales entre las distintas 
empresas contratadas. 

• Revisar la aplicación e implantación del plan de prevención y comprobar el 
resultado de las actuaciones preventivas realizadas para asegurar su 
conveniencia, eficacia y mejora continua. 

 

3.6.5 Evaluación de Riesgos Laborales. 

El Servicio de Prevención Propio, ha elaborado los informes de 
evaluación de riesgos laborales adecuados a las actividades prestadas por la 
empresa, en los que se identifican los riesgos laborales existentes, clasificados y 
evaluados en función de diferentes criterios. Dichas evaluaciones se actualizan 
y revisan de manera periódica. Asimismo, se han establecido por el SPP las 
medidas preventivas adecuadas para eliminar o reducir los riesgos 
identificados.  

La política preventiva de ALVAC también está sujeta auditorías, tanto 
internas como externas que la supervisan en su integridad. 

 

3.6.6 Protocolo de Prevención de Acoso Laboral y Sexual. 

La sociedad tiene establecido un protocolo de prevención del acoso 
laboral y sexual que describe los procedimientos a seguir en caso de detectar 
situaciones de estas características en el seno de la institución y cuyo objeto es: 
“Con el fin de proteger y mantener el entorno laboral, dentro del deber de la 
empresa de velar por la seguridad y salud de sus trabajadores, mediante esta 
instrucción, se pretende prevenir y eliminar las posibles situaciones constitutivas 
de acoso, así como el establecer un procedimiento a seguir en caso de 
conductas que puedan suponer casos de acoso laboral o acoso sexual en el 
ámbito de la empresa ALVAC, S.A.”.  

Para llevar a cabo este compromiso, entre otras medidas, se ha creado 
un Comité de Actuación de ALVAC frente a los casos de acoso laboral o 
sexual. 
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3.7. DELITOS CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA Y LA SEGURIDAD SOCIAL 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC para prevenir la comisión de este delito. 
 
3.7.1 Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo. 

Un auditor externo, realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 
de ALVAC 

 

3.8. COHECHO 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC para prevenir la comisión de este delito. 
 

3.8.1 Cumplimiento del código ético de ALVAC 

Cumplimiento del código de comportamiento de ALVAC, con la 
previsión de aplicar el régimen sancionador correspondiente en caso contrario. 

 
3.8.2 Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo. 

Un auditor externo, realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 
de ALVAC. 

 
 

3.9. TRÁFICO DE INFLUENCIAS 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC para prevenir la comisión de este delito. 
 

3.9.1 Cumplimiento del código ético de ALVAC 

Cumplimiento del código de comportamiento de ALVAC, con la 
previsión de aplicar el régimen sancionador correspondiente en caso contrario. 

 
3.9.2 Auditoría de cuentas realizada por un auditor externo. 

Un auditor externo, realiza la auditoría financiera de las Cuentas Anuales 
de ALVAC. 
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3.10. DELITOS CONTRA LOS RECURSOS NATURALES Y EL MEDIO AMBIENTE 
 

Además de los controles genéricos expuestos en la Parte General del 
Manual, a continuación, se detallan algunos de los controles específicos más 
relevantes con los que cuenta ALVAC para prevenir la comisión de este delito. 

 
3.10.1 Auditoría externa en materia medioambiental 
 

Un auditor externo, audita periódicamente la política medioambiental 
de la empresa. A resultas de ello ALVAC dispone de un sistema de dispone de 
un sistema de gestión ambiental conforme con la Norma ISO 14001, certificado 
por AENOR, a cuyas auditorías se somete la empresa. 
 
3.10.2 Responsable de la política medioambiental en ALVAC 

 
Se ha designado a un responsable de política medioambiental en 

ALVAC, que supervisa la política y prácticas medioambientales de la empresa 
en todos sus centros de trabajo. Con independencia de las auditorías externas, 
este responsable supervisa y audita internamente la actuación de nuestros 
centros de trabajo en relación con el medioambiente y los recursos naturales 
que pudieran verse afectados por la actividad empresarial de ALVAC. 

 
4. LEY 15/2007, DE 3 DE JULIO, DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA (LDC) 

 
La Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (LDC) trata de 

favorecer que la competencia despliegue, sus efectos favorables dentro del marco 
del mercado. Este cuerpo normativo establece en su art. 1.1 una serie de conductas 
colusorias, es decir, prohibidas: ‹‹Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación 
colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, 
produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en 
todo o parte del mercado nacional (…)››. 

 Conductas colusorias: 

• Acuerdos: celebrados entre diferentes agentes económicos, como los 
cárteles, que representan pactos secretos entre competidores. (Ej: acuerdos 
de fijación de precios, acuerdos de reparto de mercados, acuerdos de 
fijación de condiciones desiguales, entre otros). 

• Decisiones colectivas: recomendaciones de algún tipo de unión, 
asociación o agrupación de empresas. (Ej: recomienda a sus asociados fijar 
un precio único). Se considera infracción, aunque la recomendación no 
haya sido seguida por ningún asociado. 
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• Prácticas concertadas: conductas derivadas de condiciones no explicables 
de modo natural por el mercado, lo que hace presumir la existencia de 
acuerdos entre empresas, es decir, prácticas paralelas sin mediar acuerdo 
explícito. 

 

Este art. 1.1 continúa diciendo que en particular se considerarán conductas colusorias 
las que consistan en: 

a) La fijación, de forma directa o indirecta, de precios o de otras condiciones 
comerciales o de servicio. 

b) La limitación o el control de la producción, la distribución, el desarrollo 
técnico o las inversiones. 

c) El reparto del mercado o de las fuentes de aprovisionamiento. 

d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicio, de condiciones 
desiguales para prestaciones equivalentes que coloquen a unos competidores 
en situación desventajosa frente a otros. 

e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de 
prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de 
comercio, no guarden relación con el objeto de tales contratos. 

No obstante, la Ley prevé una exoneración de la prohibición en su art. 
1.3, al considerar que dicha prohibición no será aplicable en los casos donde 
esos acuerdos, decisiones o prácticas ‹‹contribuyan a mejorar la producción o 
la comercialización y distribución de bienes y servicios o a promover el progreso 
técnico o económico››. Siempre y cuando: 

a) Permitan a los consumidores o usuarios participar de forma equitativa de sus 
ventajas. 

b) No impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean 
indispensables para la consecución de aquellos objetivos, y 

c) No consientan a las empresas partícipes la posibilidad de eliminar la 
competencia respecto de una parte sustancial de los productos o servicios 
contemplados. 
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Para que estas prácticas sean consideradas como prohibidas deben 
suponer un impedimento, restricción o falseamiento de la competencia en el 
mercado, independientemente de la voluntad de las partes, pues resultarán 
prohibidas con la mera producción de los efectos mencionados anteriormente. 

El otro gran aspecto a tratar en materia de prácticas prohibidas es el 
reflejado en el art. 2 de la LDC, referente al abuso de posición dominante. Este 
aspecto no solo lo regula el Derecho español, sino que también encontramos 
mención expresa en el art. 82 del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea, el cual arroja, a mi juicio, una definición del concepto de mayor 
precisión: ‹‹Será incompatible con el mercado común y quedará prohibida, en 
la medida en que pueda afectar al comercio entre los Estados miembros, la 
explotación abusiva, por parte de una o más empresas, de una posición 
dominante en el mercado común o en una parte sustancial del mismo››. Es 
decir, prohíbe los abusos que puedan cometer una o varias empresas, por lo 
que trata de impedir prácticas de explotación abusiva que supongan un 
detrimento del funcionamiento concurrencial del mercado. 

En nuestro sistema legislativo, el art. 2.1 de la LDC expone que: ‹‹queda 
prohibida la explotación abusiva por una o varias empresas de su posición de dominio 
en todo o en parte del mercado nacional››, considerando en su apartado 2.2 qué 
puede considerarse por abuso: 

a) La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u otras condiciones 
comerciales o de servicios no equitativos. 

b) La limitación de la producción, la distribución o el desarrollo técnico en 
perjuicio injustificado de las empresas o de los consumidores. 

c) La negativa injustificada a satisfacer las demandas de compra de productos 
o de prestación de servicios. 

d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicios, de condiciones 
desiguales para prestaciones equivalentes, que coloque a unos competidores 
en situación desventajosa frente a otros. 

e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de 
prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de 
comercio no guarden relación con el objeto de dichos contratos. 

La tercera conducta prohibida establecida en la LDC es el falseamiento de la 
libre competencia por actos desleales, prevista en el art. 3. Es decir, situaciones y actos 
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ilícitos -desleales- que provocan una violación de la libre competencia, por lo que son 
de interés tanto de la Ley que estamos tratando como de la Ley 3/1991, de 10 de 
enero, de Competencia Desleal (LCD). 
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1. REVISIÓN DEL MANUAL 
 

1.1 El presente Manual se revisará y, eventualmente, se modificará: 
 

1.1.1 Siempre que se produzcan cambios relevantes en la organización, en la 
estructura de control o en la actividad desarrollada por ALVAC que así lo 
aconsejen. 
 

1.1.2 Siempre que haya modificaciones legales o jurisprudenciales relevantes que así 
lo aconsejen, en el plazo de 6 meses desde la modificación. 

 
1.1.3 Siempre que se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus 

disposiciones que, igualmente, lo aconsejen. 
 

1.2 El presente Manual se revisará, aún cuando no se produzca ninguna de las 
circunstancias anteriormente dichas, al menos una vez al año. 

 
1.3 Siempre que las circunstancias lo exijan, se reevaluarán los riesgos de comisión de 

conductas delictivas, a los que se hace referencia en el Manual, actualizando el 
consiguiente Mapa de Riesgos interno, y, en cualquier caso, dicha reevaluación se 
hará con una periodicidad, al menos, de tres años. 
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